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PROYECTO DE LEY NÚMERO 287 DE 2013 
CÁMARA

por medio de la cual se reglamenta el servicio  
para los usuarios del transporte aéreo interno  
e internacional y se dictan otras disposiciones.

El Congreso de Colombia
DECRETA:

Artículo 1°. Objeto. La presente ley busca regla-
mentar el servicio transporte aéreo interno e interna-
cional.

Artículo 2°. Información sobre cambios, demo-
ras o cancelación en los vuelos. La aerolínea deberá 
informar al pasajero sobre demoras en los vuelos, 
cancelación y desvío de los mismos a más tardar con 
cuatro (4) horas de antelación al vuelo, por el medio 
de comunicación más rápido posible (celular, telé-
fono, fax, correo electrónico), so pena de incurrir en 
sanción por el incumplimiento.

Parágrafo. Cuando la aerolínea incumpla con 
el vuelo pactado de manera total o parcial, deberá 
a elección del viajero, prestar otros servicios de la 
misma calidad o reembolsar o compensar el precio 
pactado por el servicio incumplido. 

Ante la imposibilidad de prestar el servicio de la 
misma calidad, el prestador deberá contratar a sus 
expensas con un tercero, la prestación del mismo. 

Artículo 3°. Adiciónese el artículo 1882 del De-
creto número 410 de 1971 (Código de Comercio) 
con el siguiente inciso. Demoras o Cancelación del 
vuelo por causas de fuerza mayor o caso fortuito.

Cuando los vuelos no puedan iniciarse en las con-
diciones estipuladas o se retrasen por causas técnicas 
o por razones meteorológicas o atmosféricas, una 
vez superada la causa del retraso; los vuelos se reini-
ciarán respetando estrictamente el orden de horario e 
itinerarios de los mismos.

Artículo 4°. Compensaciones al usuario o pasa-
jero. Cuando los vuelos se encuentren, en los casos 

de cancelaciones, interrupciones, demoras, desvíos o 
cualquier otro evento que sea imputable a la aerolí-
nea, el transportador deberá informar al pasajero, el 
transportador compensara al pasajero conforme a 
lo siguiente:

1. Demoras. Cuando haya demora en la inicia-
ción del vuelo (inicio del rodaje para decolar) y por 
lo tanto no se cumpla con el horario programado del 
vuelo, autorizado por la Aeronáutica Civil, se obser-
vará lo siguiente:

a) Cuando la demora sea mayor de una (1) hora 
e inferior a tres (3), se suministrará al pasajero un 
refrigerio y una comunicación telefónica -que no ex-
ceda de cinco (5) minutos– o por el medio más ágil 
disponible al lugar de destino, o al de origen en caso 
de conexiones, a requerimiento del pasajero;

b) Cuando la demora sea superior a tres (3) horas 
e inferior a cinco (5), además de lo anterior, se de-
berá proporcionar al pasajero alimentos (desayuno, 
almuerzo o cena, según la hora);

c) Cuando la demora sea superior a cinco (5) ho-
ras, además de lo anterior, el transportador deberá 
compensar al pasajero conforme a lo establecido 
en el numeral 4 del presente artículo. Sin embargo, 
cuando esta demora sobrepase de las 10:00 p. m. 
(hora local), la aerolínea deberá proporcionarle, ade-
más, hospedaje y gastos de traslado de ida y regreso 
al aeropuerto.

2. Cancelación. En los casos que la aerolínea de-
cida cancelar el vuelo, teniendo el pasajero reserva 

y transporte de ida y regreso al aeropuerto. Además, 
si se presenta demora antes de la cancelación del 
vuelo, el pasajero recibirá las compensaciones pre-
vistas en el numeral 1 según corresponda. 

3. Anticipación del vuelo. Cuando la aerolínea 
anticipe el vuelo en más de una hora, sin avisar al 
pasajero, o cuando habiéndole avisado le resulte im-
posible viajar en el nuevo horario impuesto, se le de-
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-
guiente vuelo que le resulte conveniente de la propia 
aerolínea, en la misma ruta. En caso de no disponer 
de vuelo, el transportador deberá hacer las gestiones 
necesarias por su cuenta, para el embarque del pasa-
jero en otra aerolínea. En estos casos el pasajero no 
pagará ningún excedente si el nuevo cupo correspon-
diera a una tarifa superior. De no aceptar el pasajero 
ninguna de estas alternativas, podrá exigir la devolu-
ción del precio pagado, sin penalización alguna.

4. Sanción por incumplimiento o compensa-
ción adicional. La aerolínea deberá compensar al 
pasajero con una suma equivalente mínimo al 25% 
del valor del trayecto, pagadera en dinero o cualquier 
otra forma aceptada por el pasajero, además de lo 
consagrado en el artículo 3° de la presente ley, en los 
siguientes casos: 

– Demora superior a cinco (5) horas, por causas 
imputables a la aerolínea.

– Cuando no se dé cumplimiento expreso a lo 
consagrado en el artículo 2° de la presente ley. 

Artículo 5°. Sobreventa de tiquetes aéreos. Pro-
híbase totalmente la sobreventa de tiquetes aéreos, en 
consecuencia la aerolínea solo podrá disponer para la 
venta hasta el 100% de la capacidad del vuelo.

Artículo 6°. Cumplimiento de promociones. La 
Superintendencia de Industria y Comercio vigilará el 
estricto cumplimiento de las promociones que publi-
citen las diferentes aerolíneas, tales como los planes 
de viajero frecuente y demás promociones ofrecidas 
al pasajero. 

Las promociones ofrecidas deben ser absoluta-
mente claras y sus tarifas aéreas debidamente re-
gistradas. En caso de anunciarse públicamente sus 
condiciones, deberá cumplirse a cabalidad con lo 
anunciado. 

Parágrafo. Paquetes todo incluido. Sin perjui-
cio de lo establecido en la Ley 300 de 1996 (Ley 
General de Turismo), cuando se ofrezcan paquetes 
“todo incluido” el transportador y/o agente de viajes 
deberá informar claramente al pasajero las condicio-
nes de dicho producto por escrito con en letra clara 
y legible. 

A los efectos de esta norma se entiende por pa-
quetes todo incluido, el producto ofrecido por una 
aerolínea o agencia de viajes incluyendo además de 
los tiquetes para el transporte aéreo, porción terres-
tre, es decir, alojamiento, alimentación, transporte 
aeropuerto –hotel– aeropuerto, y tours, ente otros. 

Artículo 7°. Responsabilidad sobre el equipaje. 
Cuando el equipaje de un pasajero, no llegue, o siga 
en otro vuelo, de modo que implique espera para su 
dueño o que tenga que regresar al aeropuerto para re-
clamarlo, la aerolínea deberá pagar penalidad a favor 
del pasajero por el veinte por ciento (20%) del cos-
to total del tiquete, así mismo como el costo de los 
traslados hasta y desde el aeropuerto, serán asumidos 
por el trasportador. En tales casos, la aerolínea tam-
bién sufragará al pasajero los gastos por elementos 
de aseo. La aerolínea será responsable por el debido 
cuidado del equipaje de cada pasajero, desde el mo-
mento del aforo o ingreso al avión.

Artículo 8°. Sistema de Atención al Usuario. To-
das las empresas de servicios aéreos comerciales de 
transporte público regular de pasajeros que operen 
en Colombia, deberán disponer en cada aeropuerto 
donde operen, de un Sistema de Atención al Usua-
rio a través del cual deberán recibir y atender, de 
manera inmediata y personal, las quejas, reclamos 
o sugerencias de los pasajeros, ofreciendo las solu-
ciones inmediatas que sean pertinentes de acuerdo a 
las circunstancias, y en su defecto, deberán transferir 
inmediatamente el requerimiento correspondiente a 
la persona o dependencia que debe darle solución a 
la mayor brevedad posible. 

Así mismo, deberá garantizar atención a familia-
res de víctimas de accidentes que llegaren a presen-
tarse en la aerolínea donde se transporte al pasajero.

Artículo 9°. Prohíbase a las aerolíneas el uso de 
La lista de viajeros no conformes.

Artículo 10. Vigencia. La presente ley rige a par-
tir de su promulgación y deroga todas las disposicio-
nes que le sean contrarias.

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS
1. 1Colombia cuenta actualmente con 590 aero-

puertos y campos de aterrizaje de los cuales: 74 son 
de propiedad de Aero Civil, 14 de los departamentos, 
94 municipales, 9 militares, 185 fumigación, 214 
privados.

Según información emitida por la Aeronáutica 
Civil la siguiente es la lista de aeropuertos en Co-
lombia, organizados por los departamentos que com-
ponen nuestro país.
1 https://www.mintransporte.gov.co/loader.php?lServicio

=FAQ&lFuncion=viewPreguntas&id=67#a473  
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2Aeropuertos por departamentos
Amazonas
Leticia, Alfredo Vásquez Cobo
Antioquia
Carepa, Antonio Roldán Betancur
Medellín, Olaya Herrera
Puerto Berrío, Morelia
Remedios, Alberto Jaramillo Sánchez
Rionegro, José María Córdova
Urrao, Alí Piedrahíta
Arauca
Tame, Gabriel Vargas Santos
Atlántico
Barranquilla, Ernesto Cortissoz
Bolívar
Cartagena, Rafael Núñez
Boyacá
Paipa, Juan José Rondón
Caldas
Caquetá
Casanare
Hato Corozal
Paz de Ariporo
Tablón de Támara
Trinidad
Yopal, El Alcaraván
Cauca
Cesar
Valledupar, Alfonso López Pumarejo
Chocó
Condoto, Mandinga
Nuquí, Reyes Murillo
Quibdó, El Caraño
Córdoba
Montería, Los Garzones
Cundinamarca
Bogotá, El Dorado
Guaymaral
La Guajira
Riohacha Almirante Padilla
Magdalena
Santa Marta, Simón Bolívar
Meta
San Martín de los Llanos
Villavicencio, Vanguardia
Nariño
Norte de Santander
Cúcuta, Camilo Daza
Ocaña, Aguas Claras
Putumayo
Puerto Asís, Tres de Mayo

2 http://www.aerocivil.gov.co/Aerodromos/Aeropuertos/
Paginas/Inicio.aspx

Quindío
Armonía, El Edén
Risaralda
San Andrés y Providencia
San Andrés, Gustavo Rojas Pinilla
Santander
Bucaramanga, Palonegro
Sucre
Corozal, Las Brujas
Tolú, Golfo de Morrosquillo
Tolima
Flandes, Santiago Vila
Ibagué, Perales
José Celestino Mutis
Valle del Cauca
Vaupés
Mitú, Fabio Alberto León Bentley
Vichada
Puerto Carreño, Germán Olano
2. Aerolínea
3Líneas aéreas, o aerolíneas, son aquellas orga-

nizaciones que se dedican al transporte de pasajeros 
o carga, y, en algunos casos, animales, por avión. 

4Clases de servicios. Los servicios aéreos comer-
ciales de transporte público podrán ser regulares o 
no regulares; los primeros son los que se prestan con 
arreglo a tarifas, itinerarios, condiciones de servicios 

-
mos no están sujetos a las modalidades menciona-
das. Unos y otros pueden ser nacionales o interna-
cionales. 

3. De nición. Transporte público interno es aquel 
que se presta exclusivamente entre puntos situados 
en el territorio de la República; este puede ser tron-
cal, secundario, regional, aerotaxi, de carga y espe-
cial de carga.

4. Abuso en el servicio
Entre al año 2010 y lo corrido del 2013 han sido 

radicados ante la Superintendencia de Industria y 
Comercio 1.323 quejas provenientes de consumido-
res y/o usuarios quejosos y reclamantes por las aero-
líneas del país, esto por motivos de retrasos, cancela-
ciones, cambios, demoras, anticipaciones, sobre ven-
ta de tiquetes en vuelos internos como internaciona-
les, esto teniendo en cuenta que la Ley 446 de 1998, 
ley 1480 de 2011 y artículo 24 del Código General 
del Proceso, delegan a dicha entidad para conocer y 
decidir de las acciones de protección al consumidor.

Así mismo, la Confederación Colombiana de 
Consumidores, aunque no es ente competente, para 
dirimir y conocer de quejas y reclamos del usuario 
en contra de las aerolíneas, en el trascurso del año 
2012 y 2013, ha recibido vía correo electrónico 160 
quejas interpuestas por los usuarios a las diferentes 
aerolíneas. 
3 http://es.wikipedia.org/wiki/Aerol%C3%ADnea
4 http://www.aerocivil.gov.co/AAeronautica/Rrglamenta-

cion/RAC/Paginas/Inicio.aspx
 Unidad Administrativa Especial de Aeronáutica Civil 

O cina de Transporte Aéreo - Grupo de Normas Ae-
ronáuticas Reglamentos Aeronáuticos de Colombia - 
Parte Tercera 1.   
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Actualmente hemos evidenciado que los usuarios 
del transporte aéreo se han visto afectados cuando 
realizan trayectos aéreos por diversas causas, entre 
las cuales podemos destacar la demora en salida de 
los vuelos tanto nacionales como internacionales, la 
sobreventa de tiquetes aéreos sobre todo en tempo-
rada alta y las arbitrariedades que se presentan en 
contra de los usuarios que utilizan este medio de 
transporte.

No es ajeno para nosotros que actualmente la so-
breventa es una práctica legal y común en el sector 
turístico, pero si lo vemos desde el punto de vista 
del consumidor y usuario, la sobreventa de pasajes 
aéreos “es ilegal, porque viola las normas de pro-
tección al consumidor y el contrato que suscribe el 
usuario que compra el pasaje” y, si bien reconoce 
que es una práctica común en las compañías aéreas, 
el hecho de que la aerolínea reembolse al pasajero la 
suma que pagó por su pasaje no la exime de la res-
ponsabilidad administrativa, respecto de la norma de 
protección al consumidor. No obstante en la Comu-
nidad Europea existe una normativa que apunta a re-
ducir considerablemente la frecuencia de las denega-
ciones de embarque y frenar esta práctica abusiva de 
las compañías aéreas. La norma establece multas a 
cargo de las transportadoras, que deberán pagarle al 
pasajero que no pudo embarcar. Situación que puede 
ser implantada en esta Nación, como lo menciona el 
articulado expuesto.

Es sabido por todos que el Código de Comercio, 
o Decreto número 410 de 1971, le dio libre albedrío 
a la Aeronáutica Civil para que reglamentara todo lo 
pertinente al transporte aéreo, siendo esta Entidad 
pertinente en la creación de la misma, sin embargo, 
las empresas aéreas no dan cabal cumplimiento a esta 
normatividad, saltándose así mismo, los parámetros 
regulados y vulnerando los derechos del consumidor 
o usuario. 

De igual manera existe gran desconocimiento 
de esta norma por parte de los usuarios o pasajeros, 
quienes se ven diariamente afectados por situacio-
nes inesperadas como son la demora en los vuelos, 
la cancelación y hasta la sobreventa de los mismos. 

Se realizó una pequeña encuesta a varios usuarios 
en el Aeropuerto “El Dorado”, ubicado en la ciudad 
de Bogotá, quienes manifestaron su inconformidad 
y el desconocimiento de presuntas indemnizaciones 
por demora o cancelación en vuelos nacionales e 
internacionales. De igual manera hicieron alusión a 
reclamaciones que han presentado a las aerolíneas, 
quienes no proponen una pronta solución a los alter-
cados presentados y los clientes no son propiamente 
su prioridad.

Según informe de calidad presentado por la Aero-
náutica Civil en el mes de mayo de 2012, el mayor 
motivo de presentación de quejas hacia las aerolí-
neas, fue por demoras en vuelos, siguiendo en su 

-
lizando con el equipaje, lo cual se puede apreciar a 
continuación:

 “1.1 MOTIVO DE LAS QUEJAS
La insatisfacción de los usuarios del servicio de 

transporte aéreo, en el mes de mayo de 2012, en 

vuelos domésticos generaron de Vuelo 113 (27%), 

equipaje 13 (3%)5. 
Como usuarios de esta clase de transporte enten-

demos los casos de fuerza mayor, como son las fallas 
técnicas o situaciones atmosféricas, pero en oportu-
nidades las Empresas se valen de estos argumentos 
para sobrevender vuelos, situación que nos perjudica 
grandemente, porque debido a estas fallas podemos 
perder grandes oportunidades laborales, compromi-
sos familiares, entre otras. 

Los usuarios de esta clase de transporte, están 
bastantes inconformes con el abuso y arbitrarieda-
des de las aerolíneas hacia el consumidor (pasajero 
o usuario), es evidente que a diario y en especial en 

situación empeora, por ello, la necesidad de tomar 
alguna medida frente a este tipo de atropellos.

En esa medida las disposiciones que el proyecto 

en la realización de los derechos del consumidor, a 
través de la adopción y puesta en marcha de una ver-
dadera solución, y por ello hoy sometemos a con-
sideración, para discusión y aprobación, la presente 
iniciativa.

Esta iniciativa pretende entones señalar normas 
para un buen servicio al usuario o pasajero y que 
pueda llegar a tener un agradable viaje.

5. Marco Constitucional
Artículo 2°. Constitución Política de Colombia. 

-
dad, promover la prosperidad general y garantizar 
la efectividad de los principios, derechos y deberes 
consagrados en la Constitución; facilitar la participa-
ción de todos en las decisiones que los afectan y en 
la vida económica, política, administrativa y cultural 
de la Nación; defender la independencia nacional, 
mantener la integridad territorial y asegurar la convi-

Las autoridades de la República están instituidas 
para proteger a todas las personas residentes en Co-
lombia, en su vida, honra, bienes, creencias, y de-
más derechos y libertades, y para asegurar el cum-
plimiento de los deberes sociales del Estado y de los 
particulares.

Artículo 24. Todo colombiano, con las limita-
ciones que establezca la ley, tiene derecho a circular 
libremente por el territorio nacional, a entrar y salir 
de él, y a permanecer y residenciarse en Colombia.

Según Sentencia del 23 de noviembre de 2012, 
emitida por la Honorable Corte Constitucional, 
mani esta que

Sentencia T-987 de 2012
LA NATURALEZA CONSTITUCIONAL 

DEL SERVICIO PÚBLICO DE TRANSPORTE 
AÉREO DE PASAJEROS 

… 4. El Congreso, dentro de su cláusula general 
de competencia para la producción normativa, está 
investido de la facultad para expedir las leyes que 
rigen la prestación de los servicios públicos (artículo 
5 http://190.27.249.227/AAeronautica/Estadisticas/TAe-

reo/Documents/BOLETIN%20MAYO%202012.pdf.
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150-23 C. P.) En ejercicio de esa competencia, se ex-
pidió la Ley 336 de 1996 – Estatuto del Transporte, 

condición de servicio público esencial. Esta conno-
tación, como lo ha señalado la jurisprudencia cons-
titucional, implica necesariamente que la actividad 

-
-

les, de modo que debe garantizarse por el Estado su 
-

ción de estos servicios, en criterio del mismo prece-
dente, corresponde al legislador, quien debe cumplir 
con el criterio material expuesto. 

Sobre el particular, se ha señalado por parte de la 
Corte, en el ámbito del análisis de constitucionalidad 

esa clase de actividades, que “la Corte ha acudido al 
criterio de acuerdo con el cual un servicio público es 
esencial cuando “las actividades que lo conforman 
contribuyen de modo directo y concreto a la protec-
ción de bienes o a la satisfacción de intereses o a la 
realización de valores, ligados con el respeto, vigen-
cia, ejercicio y efectividad de los derechos y liberta-
des fundamentales”[3]. || En un principio, la Corte 
consideró que debía juzgar en cada caso concreto 
si la prohibición de la huelga en una determinada 
actividad respondía al requisito de que la labor ana-
lizada constituyera un servicio público esencial. Con 
base en este criterio, la Corte ha declarado que ser-
vicios como la banca central[4]; el transporte[5]; las 
telecomunicaciones[6]; la e plotación, re nación, 
transporte y distribución de petróleo[7] y los servi-
cios públicos domiciliarios[8], son materialmente 
servicios públicos esenciales”[9]. 

En el caso del transporte, en general, y su moda-
lidad aérea, en particular, concurren diversas razo-
nes para concluir que se trata de un servicio público 
vinculado estrechamente con la satisfacción de los 
derechos fundamentales. Las sociedades contem-
poráneas, signadas por procesos de urbanización y 
especialización de los factores productivos, obligan 
a que los individuos deban permanente movilizarse 
largas distancias, en aras de ejercer sus derechos y 
competencias, acceder a distintas posiciones jurídi-
cas, cumplir con sus obligaciones contractuales, di-
rigirse a la infraestructura para la prestación de otros 
servicios públicos, etc. La libertad de locomoción, 
así entendida, no se concentra exclusivamente en la 
garantía de transitar libremente por el territorio na-
cional, sino también con la existencia de mecanis-
mos que permitan hacerlo en condiciones razonables 
y adecuadas. Esos instrumentos no son otros que los 
medios de transporte de pasajeros. 

Existe, en ese orden de ideas, un vínculo inescin-
dible entre la vigencia de múltiples derechos fun-
damentales y el acceso al transporte. En efecto, el 
derecho a ejercer una actividad laboral, a obtener el 
servicio educativo o de salud, o el simple ejercicio 
del libre desarrollo de la personalidad, expresado 
en la decisión autónoma de dirigirse hacia donde se 
plazca, dependen de contar con la infraestructura y 
servicios adecuados para lograr esa movilidad. Esta 
ha sido la posición de la Corte en su jurisprudencia, 
al señalar que “… las actividades de las empresas 
de transporte por tierra, mar y aire, indudablemente 

son servicios públicos esenciales, porque están des-
tinadas a asegurar la libertad de circulación (artícu-
lo 24 C. P.), o pueden constituir medios necesarios 
para el ejercicio o la protección de otros derechos 
fundamentales (vida, salud, educación, trabajo, 
etc.)”[10].

De igual manera, la jurisprudencia constitucional 
también ha contemplado que las barreras de acceso al 
transporte afectan, por sí mismas, los derechos fun-
damentales, en especial respecto de aquellos sujetos 
de especial protección. En ese sentido, la Sentencia 
T-535 de 2002, que analizó la situación de una per-
sona en situación de discapacidad quien, en virtud de 
problemas de diseño y adecuación de infraestructura, 
no podía acceder en condiciones adecuadas al Siste-
ma de Transporte Masivo TransMilenio del Distrito 
Capital, determinó que “…la libertad de locomoción 
es de capital importancia por cuanto es una condi-
ción para el goce efectivo de otros derechos funda-
mentales. Segundo, esta libertad se afecta no sólo 
cuando por acciones positivas directamente se obs-
truye la circulación de los ciudadanos, sino también 
se ve limitado cuando se genera ese efecto indirec-
tamente o por omisión en la remoción de barreras o 
en la creación de una infraestructura adecuada para 
la circulación. Tercero, el servicio de transporte pú-
blico es indispensable para el ejercicio de la libertad 
de locomoción, y de los demás derechos constitucio-
nales que dependen de la posibilidad de movilizarse, 
en especial para aquellos sectores marginados de la 
población urbana que carecen de otra alternativa de 
transporte. Cuarto, el servicio básico de transporte 
debe ser accesible para todos los usuarios”. (Subra-
yas fuera de texto). 

Es por ese vínculo particular entre los derechos 
fundamentales, en especial la libertad de locomo-
ción, y el servicio de transporte público, que se ad-
mite que el legislador intervenga, de manera intensa, 
la prestación de ese servicio. Esto al menos a tra-

actividad peligrosa que tiene el transporte público 
y la necesidad de ejercer el control del mercado de 

derechos de los usuarios. 
… 6. Incluso desde una perspectiva tradicional de 

la responsabilidad civil, el uso de vehículos automo-
tores ha sido considerado como una actividad ries-

particulares que prevengan y limiten estos riesgos. 
Ello más aún cuando se trata de transporte público 
de pasajeros, donde las condiciones de seguridad en 
la prestación del servicio se muestran críticas para la 
protección de la integridad física de los usuarios y 
demás personas involucradas en esa actividad. 

A partir de este criterio, se ha considerado por 
la Corte que aquellas medidas que están dirigidas a 
lograr la seguridad en el transporte son compatibles 

-
ración legislativa sobre la materia. Estas regulacio-
nes, además, están estrechamente vinculadas en la 
protección del bien común, interesado en el acceso 
en condiciones de seguridad al servicio de transpor-
te público que, como se explicó, es vehículo para la 
satisfacción de distintas garantías constitucionales. 
Sobre el particular, expone la jurisprudencia que “la 
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prestación del servicio público de transporte es re-
gulada por la ley por expreso mandato de la Carta 
Política (artículo 150-23), de ahí que corresponda al 
Congreso la expedición de leyes que regulen la pres-
tación permanente, continua y regular de dicho ser-
vicio, dada la íntima conexidad del servicio público 
de transporte con algunos derechos fundamentales, 
así como la función económica que con la prestación 
de ese servicio público se cumple. ||Así, el transporte 
público ha sido por virtud de la ley catalogado como 
un servicio público esencial (Ley 336 de 1996, artí-
culo 5°), el cual se prestará bajo la regulación del 
Estado, e implicará la prelación del interés general 
sobre el particular, en especial para garantizar la 
prestación e ciente del servicio y la protección de 
los usuarios. La seguridad, según lo disponen el ar-
tículo 2° de la ley mencionada, y el literal e) del ar-
tículo 2° de la Ley 105 de 1993, constituye prioridad 
esencial en la actividad del sector y del Sistema de 
Transporte en general”.

Esto explica que el legislador haya designado au-
toridades administrativas que tienen la función espe-

del transporte, en aras de satisfacer esas condiciones 
de seguridad. Si se parte de la base que la actividad 
del transporte tiene riesgos intrínsecos, derivados del 

-
sos al tratarse de un servicio colectivo que involucra 
la protección de la integridad física de una pluralidad 
de personas, es necesario que se regule la materia 
de manera intensa, en sus distintos aspectos técnicos 
y operativos, y se prevea la institucionalidad estatal 

-
matividad.

Esta ha sido la posición de la jurisprudencia cons-
titucional, al señalar que “[l]a importancia y el ca-
rácter riesgoso del tránsito vehicular justi can en-
tonces que esta actividad pueda ser regulada de ma-
nera intensa por el Legislador, quien puede señalar 
reglas y requisitos destinados a salvaguardar la vida 
e integridad de las personas, así como a proteger los 
bienes y propiedades. Por ello esta Corte ha resalta-
do que el tránsito es una actividad “frente a la cual 
se ha considerado legítima una amplia intervención 
policiva del Estado, con el n de garantizar el orden 
y proteger los derechos de las personas”[11]. El con-
trol constitucional ejercido sobre las regulaciones de 
tránsito debe entonces ser dúctil, a n de no vulnerar 
esa amplitud de la libertad de con guración y de las 
facultades del Legislador para regular el tránsito, 
debido a su carácter riesgoso”[12].

Esta función de reglamentación, para el caso par-
ticular del transporte aéreo, se ejerce a través de los 
Reglamentos Aeronáuticos de Colombia (RAC). Así, 
el legislador dispuso en el artículo 86 de la Ley 336 
de 1996 que “el Modo de Transporte Aéreo, además 
de ser un servicio público esencial, continuará ri-
giéndose exclusivamente por las normas del Código 
de Comercio (Libro Quinto, Capítulo Preliminar y 
Segunda Parte), por el Manual de Reglamentos Ae-
ronáuticos que dicte la Unidad Administrativa Es-
pecial de Aeronáutica Civil, y por los tratados, con-
venios, acuerdos prácticas internacionales debida-
mente adoptados o aplicados por Colombia”. A esta 
norma se suma lo previsto en el artículo 1782 del 

Código de Comercio, el cual dispone que “por “au-
toridad aeronáutica” se entiende el Departamento 
Administrativo de Aeronáutica Civil o la entidad que 
en el futuro asuma las funciones que actualmente 
desempeña dicha Jefatura. || Corresponde a esta au-
toridad dictar los reglamentos aeronáuticos”. …

… Breve referencia a los derechos del consu-
midor frente a los servicios públicos

-
lectivos y del ambiente, tiene una especial preocu-
pación en la satisfacción de los derechos de los con-
sumidores. En ese sentido, el artículo 78 C. P. deter-
mina que (i) la ley regulará el control de calidad de 
los bienes ofrecidos y prestados a la comunidad, así 
como la información que debe suministrarse al pú-
blico en su comercialización; (ii) concurrirá respon-
sabilidad de los productores y proveedores de servi-
cios que, según lo estipule la ley, atenten contra la 
salud, la seguridad y el adecuado aprovisionamiento 
a consumidores y usuarios; y (iii) el Estado está obli-
gado a garantizar la participación de las organizacio-
nes y consumidores de usuarios en el estudio de las 
disposiciones que les conciernen. 

A partir de esta previsión, la jurisprudencia cons-
titucional ha concluido que la Carta Política superó 
la visión del liberalismo económico clásico según la 
cual los consumidores, de un lado, y los productores 
y proveedores, del otro, están en pie de igualdad con-
tractual. Antes bien, se reconoce que en realidad se 
encuentran en un plano económico desigual, basado 
en el predominio del productor del bien o el provee-

la comercialización.
Así, es necesario que el Estado intervenga con el 

garantía de sus derechos a acceder a bienes y ser-
vicios de calidad. Solo de esta manera se logra un 
equilibrio entre el poder fáctico de los proveedores 
y productores y la obligatoriedad constitucional de 
acceso, en las condiciones anotadas, a los bienes y 
servicios. 

-
cación en el paradigma de los derechos de consumo. 
Al respecto, la Sentencia C-749 de 2009 señaló:

… “6. Como lo ha resaltado la Corte en decisiones 
anteriores, el tratamiento de los derechos de los con-

a partir de la expedición de la Constitución Política 
de 1991. En el periodo preconstitucional, la relación 
entre los sujetos que concurren al circuito comercial 
de distribución de bienes y servicios (productores, 
comercializadores y consumidores) estaba basada 
en las reglas propias del liberalismo económico. Los 
consumidores, en su condición de adquirentes de los 
productos, estaban en un plano de igualdad de nego-
ciación con los oferentes de los mismos y, en caso 
que se encontraran desequilibrios en su compraven-
ta, bien por desigualdades ostensibles en el precio 
o en la calidad exigible de las mercaderías, tenían 
a su disposición las herramientas propias del dere-
cho civil para reparar el daño sufrido (resarcimiento 
de la lesión enorme, saneamiento por evicción o por 
los vicios ocultos del bien, responsabilidad civil con-
tractual, etc.). Esto implicaba, como es obvio, la pre-
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sunción que los productores, intermediarios y con-
sumidores (i) acceden al mercado en idénticas con-
diciones; (ii) tienen a su disposición el mismo grado 
y calidad de la información; (iii) poseen idénticas 
condiciones de acceso a la solución jurisdiccional de 

intercambio. 
El cambio cualitativo antes citado radica en el re-

conocimiento, por parte del derecho constitucional, 
de las hondas desigualdades inmanentes al mercado 
y al consumo. De un lado, el avance de la ciencia y 
la tecnología en la sociedad contemporánea y, sobre 
todo, la especialización en los procesos productivos, 
ocasiona grandes asimetrías de información entre 
los sujetos que concurren al intercambio de bienes 
y servicios. En efecto, los consumidores suelen ca-

-
nen la calidad de los productos, incluso aquellos de 
consumo ordinario. De igual modo, los fabricantes y 
comercializadores son, en la mayoría de ocasiones, 
conglomerados empresariales que tienen a su dispo-
sición infraestructuras que, a manera de economías 
de escala, participan en el mercado económico e, in-
clusive, concurren ante las autoridades administrati-
vas y judiciales con evidentes ventajas, habida cuenta 
la disponibilidad de recursos, asesorías profesionales 
permanentes de primer nivel y conocimiento acerca 
del funcionamiento de las instancias de resolución 

litigantes recurrentes[37].
...7. Los consumidores, en ese marco de infor-

mación asimétrica y desigualdades fácticas con los 
comercializadores y productores, adoptan sus deci-
siones de adquisición de bienes y servicios basados, 

-
tigio obtenido por determinada marca, la novedad 
del bien o, en muchas ocasiones, el éxito mediático 
de una campaña publicitaria, llevan al consumidor a 
optar por determinado producto, incluso en aquellos 
casos en que su uso conlleva riesgo social, como su-
cede con los alimentos, los fármacos de venta libre, 
los vehículos, etc. 

Estas condiciones fueron advertidas por el Cons-
tituyente, quien consagró en el artículo 78 de la Carta 

-
ger a los consumidores de las consecuencias del des-
equilibrio sustancial antes explicado”.

…15. La prescripción constitucional de un trata-
miento diferenciado frente a la relaciones entre con-
sumidores, productores y proveedores de servicios 
ha permeado la legislación. En tal sentido, la Ley 
1480 de 2011 – Estatuto del Consumidor prevé dife-
rentes regulaciones que parten de la presunción del 
desequilibrio fáctico mencionado y en consecuencia, 
la obligación estatal de restablecimiento. Entre estas 
disposiciones se destacan las siguientes:

... 15.1. El carácter de orden público de las nor-
mas del Estatuto y el mandato de interpretación fa-
vorable de las reglas jurídicas para el consumidor. 
(Artículo 4°).

… 15.2. La responsabilidad solidaria entre pro-
ductor y proveedor cuando se trate de bienes y ser-
vicios que incumplan con condiciones de calidad y 
seguridad (artículo 6°).

exoneración de responsabilidad para el productor 
ante la comercialización de productos defectuosos 
(artículo 22).

… 15.4. La obligación de los productores y pro-
veedores de otorgar los consumidores información, 

-
prensible, precisa e idónea sobre los productos que 
ofrezcan, siendo responsables por todo daño que sea 

-
mación. (Artículo 23).

... 15.5. La protección especial para el consumi-
dor, consistente en que las condiciones generales de 
los contratos serán interpretadas de la manera más 
favorable al consumidor. En caso de duda, prevale-
cerán las cláusulas más favorables al consumidor so-
bre aquellas que no lo sean. (Artículo 34).

abusivas, en términos de afectación de los derechos 
de los consumidores, que se declaran nulas de pleno 
derecho. (Artículo 43).

…16. A partir de los elementos expuestos, con-
cluye la Corte que existe un cuerpo normativo, de 
origen constitucional, que tiene por objeto la protec-
ción de los intereses del consumidor, quien se en-
cuentra en un plano de desigualdad frente a produc-
tores y proveedores, lo que implica un deber estatal 
de promoción respecto de aquel. Este deber se mues-
tra especialmente relevante cuando se trata de la 
prestación de servicios públicos, pues en ese escena-
rio, como se explicó en precedencia, la intervención 
estatal está dirigida no solo a garantizar la calidad 

el acceso equitativo de los usuarios, habida cuenta 
la relación de dependencia entre esos servicios y la 
satisfacción material de los derechos fundamentales. 

… 24. La lista de viajeros no conformes, que 
como se ha explicado en realidad se trata de un regis-
tro de datos personales destinado a la denegación del 
servicio público de transporte aéreo, vulnera el dere-
cho al hábeas data, a partir de las siguientes razones:

... 24.1. Como se explicó en precedencia, la ju-

general para la conformación de listas de información 
personal con consecuencias exclusivamente desfa-
vorables para el titular del dato, en tanto esa práctica 

de la facultad legal de administración de datos perso-
nales. La lista de denegación de servicio mencionada 
es un caso arquetípico de esa práctica vulneratoria de 
derechos fundamentales, más aún cuando se trata de 
la prestación de un servicio público esencial, gober-
nado por el principio de acceso equitativo, según se 
ha expuesto insistentemente en este fallo. 

... 24.2. La inclusión de los datos personales en la 
lista denegatoria es contraria al principio de libertad 

principio depende, según se señaló, de que el sujeto 

y previa para la inclusión de sus datos en la base o 
registro correspondiente. Esta autorización, para su 
validez constitucional, está supeditada a que el titu-

recolección del dato. En el caso analizado, no solo 
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no se contó con una autorización con esas condicio-
nes, sino que Avianca S.A. hizo un uso arbitrario del 
permiso para la gestión de datos de personales que 
el ciudadano Quintero Navas había realizado para 
ingresar al programa de viajero frecuente de la com-
pañía aérea, según lo admitió la apoderada judicial 
de la sociedad comercial accionada.

Sobre este particular debe insistirse en que la au-
torización para la gestión de datos personales es es-

extensivo o, menos aún, distorsionar la manifestación 
de voluntad del sujeto concernido. Avianca S.A., a tra-
vés de una conducta abusiva en términos de la protec-
ción de los datos personales, hizo uso de datos cuya 

viajero frecuente, para confeccionar una lista de de-
negación del servicio, asunto que en ningún momento 
había sido previamente avalado por el actor. 

… 24.3. Por último, la denominada lista de via-
jeros no conformes desconoce abiertamente el prin-

recolección de datos es compatible con la vigencia 
-
-

rídico. Lo explicado en el fundamento jurídico 21 
demuestra que las empresas de transporte aéreo no 
tienen ninguna habilitación legal para confeccionar 
listas genéricas de denegación del servicio. En con-
trario, solo están investidas de la potestad de negar 
el acceso a los vuelos a los pasajeros que incurran 

en el caso objeto de examen se demostró que Avianca 
S.A. presta un servicio público esencial y, de la mis-
ma manera, esa actividad está sometida al principio 
de legalidad respecto de las restricciones admisibles 
al acceso equitativo por parte de los usuarios, enton-
ces se está ante una recopilación de datos personales 
contraria a las normas que regulan la aviación civil 
y el servicio público esencial del transporte aéreo de 
pasajeros. 

Marco Legal
Decreto número 410 de 1971. Por el cual se 

expide el Código de Comercio – en su CAPÍTU-
LO II del TRANSPORTE DE PERSONAS, AR- 
TÍCULO 1000– contempla que

Obligaciones del pasajero
Subrogado por el artículo 15, Decreto número 

01 de 1990. 
El pasajero estará obligado a pagar el pasaje y a 

observar las condiciones de seguridad impuestas por 

cumplir los reglamentos de la empresa, estos últimos 
siempre y cuando estén exhibidos en lugares donde 
sean fácilmente conocidos por el usuario o se inser-
ten en el boleto o billete. 

El contrato celebrado para sí por persona relativa-
mente incapaz no será anulable.

Artículo 1001. Boleto y contenido
El boleto o billete expedido por el empresario de 

-
rirse conforme a estos. 

Artículo 1002. Desistimiento. Subrogado por el 
artículo 16, Decreto número 01 de 1990. El nue-
vo texto es el siguiente  El pasajero podrá desistir 
del transporte contratado con derecho a la devolu-
ción total o parcial del pasaje, dando previo aviso al 
transportador, conforme se establezca en los regla-

costumbre. 
Transporte de pasajeros
Artículo 1877. Contenido del billete o boleto de 

pasaje aéreo
El billete o boleto de pasaje, si se expide, deberá 

contener: 
1. Lugar y fecha de emisión.
2. Nombre o indicación del transportador o trans-

portadores.
3. Lugares de partida y destino, y escalas previs-

tas, y
4. Precio del transporte. 
El pasajero podrá exigir que se inserte su nombre 

en el billete o boleto. 
Artículo 1882. Responsabilidad del transporta-

dor por incumplimiento o interrupción del viaje.
Cuando el viaje no pueda iniciarse en las condi-

ciones estipuladas o se retrase su iniciación por causa 
de fuerza mayor o razones meteorológicas que afec-
ten su seguridad, el transportador quedará liberado 
de responsabilidad devolviendo el precio del billete. 
El pasajero podrá en tales casos exigir la devolución 
inmediata del precio. 

Si una vez comenzado el viaje este se interrum-
piere por cualquiera de las causas señaladas en el 
inciso anterior, el transportador quedará obligado a 
efectuar el transporte de viajeros y equipajes por su 
cuenta, utilizando el medio más rápido posible hasta 
dejarlos en su destino, salvo que los pasajeros opten 
por el reembolso de la parte del precio proporcional 
al trayecto no recorrido. 

También sufragará el transportador los gastos ra-
zonables de manutención y hospedaje que se deriven 
de cualquier interrupción.

Unidad Administrativa Especial de Aeronáutica 
-

mas Aeronáuticas Reglamentos Aeronáuticos de Co-
lombia Parte Tercera -Actividades aéreas civiles.

Ley 336 de 1996 por la cual se adopta el estatuto 
nacional de transporte en su Capítulo II del Trans-
porte Aéreo

Artículo 68.
El modo de transporte aéreo, además de ser un 

servicio público esencial, continuará rigiéndose 
exclusivamente por las normas del Código de Co-
mercio (libro quinto, capítulo preliminar y segunda 
parte), por el manual de reglamentos aeronáuticos 
que dicte la unidad administrativa especial de aero-
náutica civil y por los tratados, convenios, acuerdos, 
prácticas internacionales debidamente adoptados o 
aplicadas por Colombia.

Ley 105 de 1993, “por la cual se dictan disposi-
ciones básicas sobre el transporte, se redistribuyen 
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competencias y recursos entre la Nación y las Enti-
dades Territoriales, se reglamenta la planeación en 
el sector transporte y se dictan otras disposiciones”.

Artículo 3º. Principios del transporte público. 
El transporte público es una industria encaminada a 
garantizar la movilización de personas o cosas por 
medio de vehículos apropiados a cada una de las in-
fraestructuras del sector, en condiciones de libertad 
de acceso, calidad y seguridad de los usuarios sujeto 
a una contraprestación económica y se regirá por los 
siguientes principios:

I. DEL ACCESO AL TRANSPORTE:
El cual implica:
a) Que el usuario pueda transportarse a través del 

medio y modo que escoja en buenas condiciones de 
acceso, comodidad, calidad y seguridad;

b) Que los usuarios sean informados sobre los 
medios y modos de transporte que le son ofrecidos y 
las formas de su utilización;

c) Que las autoridades competentes diseñen y eje-
cuten políticas dirigidas a fomentar el uso de los me-
dios de transporte, racionalizando los equipos apro-
piados de acuerdo con la demanda y propendiendo 
por el uso de medios de transporte masivo;

d) Que el diseño de la infraestructura de trans-
porte, así como en la provisión de los servicios de 
transporte público de pasajeros, las autoridades com-
petentes promuevan el establecimiento de las con-
diciones para su uso por los discapacitados físicos, 
sensoriales y psíquicos.

2. DEL CARÁCTER DE SERVICIO PÚBLICO 
DEL TRANSPORTE:

La operación del transporte público en Colombia 
es un servicio público bajo la regulación del Estado, 
quien ejercerá el control y la vigilancia necesarios 
para su adecuada prestación en condiciones de cali-
dad, oportunidad y seguridad.

Excepcionalmente la Nación, las Entidades Te-
rritoriales, los Establecimientos Públicos y las Em-
presas Industriales y Comerciales del Estado de 
cualquier orden, podrán prestar el servicio público 
de transporte, cuando este no sea prestado por los 
particulares, o se presenten prácticas monopolísti-
cas u oligopolísticas que afecten los intereses de los 
usuarios. En todo caso el servicio prestado por las 
entidades públicas estará sometido a las mismas con-
diciones y regulaciones de los particulares.

Existirá un servicio básico de transporte accesible 
a todos los usuarios. Se permitirán de acuerdo con la 
regulación o normatividad el transporte de lujo, tu-
rísticos y especiales, que no compitan deslealmente 
con el sistema básico.

TÍTULO IV– Disposiciones sobre transporte 
aéreo

Artículo 47. Funciones aeronáuticas. Las fun-
ciones relativas al transporte aéreo, serán ejercidas 
por la Unidad Administrativa Especial de Aeronáuti-
ca Civil como Entidad especializada adscrita al Mi-
nisterio de Transporte.

CÁMARA DE REPRESENTANTES
SECRETARÍA GENERAL

El día 17 del abril del año 2013 ha sido presen-
tado en este Despacho el Proyecto de ley número 
287, con su correspondiente exposición de motivos. 
Por honorable Representante Óscar de Jesús Marín y 
otros honorables Representantes.

El Secretario General,
Jorge Humberto Mantilla Serrano.

PROYECTO DE LEY NÚMERO 288 DE 2013 
CÁMARA

por medio de la cual se regula el cobro  
de derechos de grado, derechos complementarios  

y se dictan otras disposiciones.
El Congreso de Colombia

DECRETA:
Artículo 1°. El artículo 122 de la Ley 30 de 1992 

quedará así:
“Artículo 122. Los derechos pecuniarios que por 

costos académicos pueden exigir las instituciones de 
Educación Superior, con ocasión de la prestación del 
servicio educativo, son los siguientes: 

a) Derechos de Inscripción;
b) Derechos de Matrícula;
c) Derechos por realización de exámenes de habi-

litación, supletorios y preparatorios;
d) Derechos por la realización de cursos especia-

les y de educación permanente;
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-
tancias;

f) Derechos complementarios;
g) Derechos de Grado.
Parágrafo 1º. El Derecho de Grado, por ser un de-

recho inherente al logro académico alcanzado a la 
culminación de un programa de formación univer-
sitaria conforme a la ley, su valor no podrá superar 
el costo real de la impresión del respectivo diploma 
con las medidas de seguridad y protección debidas. 
Si se incluye costo de ceremonia, este deberá ser jus-

los titulares del derecho, así dará a conocer mediante 
circular.

Parágrafo 2º. Las Instituciones de Educación Su-

los derechos pecuniarios de que trata este artículo y 
aquellos destinados a mantener un servicio médico 
asistencial para los estudiantes. En todo caso, quie-
nes carezcan de capacidad económica para sufragar-
los, no se les podrá exigir su pago y conservan el de-
recho a graduarse. Estos valores deberán informarse 
al Viceministerio de Educación Superior para efectos 
de la inspección y vigilancia, de conformidad con la 
presente ley.

Parágrafo 3°. El Viceministerio de Educación Su-

los denominados derechos complementarios, cuyos 
valores no deberán exceder del 25% del valor de la 
matrícula”.

Artículo 2º. La presente ley rige a partir de su san-
ción y publicación. 

De los honorables Congresistas,
Laureano Augusto Acuña Díaz,

Representante a la Cámara,
Departamento del Atlántico.
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costos académicos pueden exigir las instituciones de 
Educación Superior, con ocasión de la prestación del 
servicio educativo, son los siguientes: 

a) Derechos de Inscripción;
b) Derechos de Matrícula;
c) Derechos por realización de exámenes de habi-

litación, supletorios y preparatorios;
d) Derechos por la realización de cursos especia-

les y de educación permanente;
-

tancias;
f) Derechos complementarios;
g) Derechos de Grado.
Parágrafo 1º. El Derecho de Grado, por ser un de-

recho inherente al logro académico alcanzado a la 

culminación de un programa de formación univer-
sitaria conforme a la ley, su valor no podrá superar 
el costo real de la impresión del respectivo diploma 
con las medidas de seguridad y protección debidas. 
Si se incluye costo de ceremonia, este deberá ser jus-

los titulares del derecho, así dará a conocer mediante 
circular.

Parágrafo 2º. Las Instituciones de Educación Su-

los derechos pecuniarios de que trata este artículo y 
aquellos destinados a mantener un servicio médico 
asistencial para los estudiantes. En todo caso, quie-
nes carezcan de capacidad económica para sufragar-
los, no se les podrá exigir su pago y conservan el de-
recho a graduarse. Estos valores deberán informarse 
al Viceministerio de Educación Superior para efectos 
de la inspección y vigilancia, de conformidad con la 
presente ley.

Parágrafo 3°. El Viceministerio de Educación Su-

los denominados derechos complementarios, cuyos 
valores no deberán exceder del 25% del valor de la 
matrícula”.

De los honorables Congresistas,
Laureano Augusto Acuña Díaz,

Representante a la Cámara,
Departamento del Atlántico.

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS
El tema del derecho de grado en las Instituciones 

de Educación Superior (IES), se ha convertido en un 

universitario y ante la Corte Constitucional frente a 
posibles violaciones del derecho a la educación por 
pretensiones evidentes como las de negar la entrega 
del título profesional a falta de cancelación de dere-
chos pecuniarios como el de grado conforme lo esti-
pula el artículo 122 de la Ley 30 de 1992. 

Esta ley rige el sistema de educación superior 

IES o universidades para implantar el valor de los 
-

tro de la vaguedad intencional “razones académicas” 
que trae su contenido normativo, no estando claro 
cuál es el máximo valor que se debería cobrar, por lo 
que en la mayoría de situaciones, este cobro, se con-
vierte en una exigencia exorbitante sin que se pueda 
solicitar reclamo alguno, no obstante ser el derecho 
de grado un derecho de los estudiantes, que se ad-
quiere cuando estos han superado una serie de re-
quisitos académicos, que no debería costar más de lo 
que se pagó por el último semestre o año de univer-
sidad. La realidad es que, incluso la jurisprudencia 
constitucional ha dejado sentado su precedente en el 
sentido de que este cobro es exigible como derecho 
pecuniario, es decir que no hay razón para oponerse 
a ello ni solicitar su gratuidad. 

Pero la realidad también nos indica que la Cons-
titución Política de 1991 en su artículo 69 ha dis-

de autonomía, pero de conformidad con la ley y, 
es precisamente desde el escenario de las decisio-
nes políticas, Congreso de la República, de donde 
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se deben prescribir las particularidades sobre las 
cuales las universidades establecen los costos del 
servicio educativo en ejercicio de su autonomía y 
la única limitación que podría encontrar está en el 
“orden público, el interés general, el bien común y 
los derechos fundamentales”. En esta misma línea de 
argumentos la Corte Constitucional ha manifestado:

“En el caso de las Universidades, la Corte Cons-
titucional ha sido clara al señalar además que su 
autonomía no implica la ausencia de límites y la im-
posibilidad de regulación legislativa, y que las ga-
rantías constitucionales operan como barreras in-
franqueables a la actividad de la institución, en tanto 
que la autonomía universitaria es legítima siempre y 
cuando no transgreda derechos fundamentales”1.

Pues bien, con esta habilitación para el Congreso 
de República, la presente iniciativa está encaminada 
a superar este contexto problemático que se ha hecho 
evidente en el transcurso de estos 20 años de pro-
mulgada y sancionada la ley de educación superior 
y en el entendimiento de que el título que acredita 
ser profesional, lo ha dicho la Procuraduría General 
de la Nación, “es un derecho de los estudiantes que 
hayan cumplido satisfactoriamente con los deberes 
de un programa de educación superior”, el cual no 
se compra sino se adquiere por mérito y por ello la 
entidad educativa debe dar constancia de la satisfac-
toria culminación de un proceso2. 

Los pagos exorbitantes por derecho de grado
En el 2010, el Instituto de liderazgo de Desarro-

llo Humano y Organizacional “Liderazgo”, órgano 
de consultoría internacional, en uno de sus proyectos 
banderas “Observatorio de la Universidad Colom-
biana” y a través de la publicación Mercado de Di-
nero realizó un análisis de los cobros que diversas 
universidades efectuaron por concepto de “derechos 

-
cio, es inexplicable, dado que encontraron valores 
extremadamente diferentes. El siguiente es el tex-
to del informe que se inserta a esta exposición de 
motivos con nes ilustrativos, guardando la de-
lidad del mismo

“Cuestionan montos que las IES cobran por 
derechos de grado

“En Colombia hace falta una regulación que con-
trole el cobro de este rubro académico que para miles 

2, en razón 
a que el costo de los derechos debería corresponder 
“sólo a la producción física del diploma que exige la 
ley a cada graduado”. 

Grado, un derecho que le “pega duro” al bol-
sillo

Son pocos los estudiantes y padres de familia que 
saben, a ciencia cierta, qué es lo que cobran las uni-
versidades en los famosos “derechos de grado”; de 
lo que sí están seguros y conscientes es que si no los 
cancelan, sus hijos no podrán obtener el tan anhela-
do diploma que los acredite como profesionales en 
cualquier área.
1 Corte Constitucional,  Sentencia T- 544 de 2006.  
2 Procuraduría General de la Nación, concepto  Sentencia 

C-654 de 2007.

El decir, de las instituciones de educación supe-
rior es que se debe asumir el costo de elaboración 
del diploma, que tiene características de seguridad 
especiales y los gastos de la ceremonia (toga, birre-
te, auditorio y hasta copa de champaña en algunos 
claustros). Lo que nunca advierten es que la mayoría 
de esos elementos hacen parte de los activos de las 
universidades, por lo que en últimas, terminan es al-
quilándoselos cada año a los nuevos graduandos. En 
realidad es el prestigio o representación del “alma 
máter” lo que se cobra.

Los “derechos de grado” son algo común en la 
educación superior y no es un tema que se debata. 
De hecho, para el estudiante le es indiferente; para 
el padre de familia quien debe sacar de su bolsillo el 
dinero para pagar, un gasto elevado de dudoso cobro; 
para el Ministerio de Educación, un tema del que no 
le interesa hablar; pero para los centros de educa-
ción, es un “dinero extra” que ayuda a engordar sus 
millonarios ingresos.

Para la muestra un botón. En 2009 los ingresos 
operacionales de 20 de las universidades más repre-
sentativas del país tuvieron un crecimiento de entre 
20,8 y 3,9 por ciento anual en plena crisis. Sólo la Ja-
veriana y los Andes acumularon recursos por más de 
662.000 millones de pesos, en tanto el grupo entero 
obtuvo ingresos cercanos a los 2,8 billones de pesos.

Si bien las universidades incurren en gastos logís-
ticos en las ceremonias de grado, la principal crítica 
que reciben es por el exagerado costo en algunas. 
Mercado de Dinero hizo el ejercicio de averiguar el 
valor de los “derechos de grado” en 11 universidades 
(públicas y privadas) y se encontró con unas diferen-
cias abismales que van desde los 48.800 pesos en la 
Universidad Pedagógica, hasta los 547.000 pesos de 
la Universidad Jorge Tadeo Lozano.

Lo curioso es que el estudiante debe cancelar es-
tos valores así no participe en la ceremonia de grado 
y opte por el llamado “grado por ventanilla”. No hay 
opción, según el criterio de las universidades ante el 
cual el Ministerio de Educación actúa con total indi-
ferencia a sabiendas de que los más perjudicados son 
los propios estudiantes y los padres de familia.

Valor de los derechos de grado de algunas uni-
versidades

Universidad Costo en 
pregrado

Costo en 
posgrado

358.000 (1) 358.000 
Universidad Nacional de Colombia 120.200 (2) 343.400 
Universidad del Rosario 493.00 (3) 493.000 
Universidad Jorge Tadeo Lozano 547.000 386.000 
Universidad de La Sabana 530.000 350.000 
Universidad Militar Nueva Granada 345.000 345.000 
Politécnico Grancolombiano 317.000 317.000 
Universidad Externado de Colombia 515.900 515.900 
Universidad Pedagógica Nacional 48.800 78.100 
Fundación Universidad Autónoma de Co-
lombia

248.000 248.000 

Universidad de Los Andes 395.000 395.000 

Fuente: Sondeo realizado por Mercado de Dinero.
(1) En pregrado como en posgrado los derechos tienen un valor 
de 467.000 ya que el diploma va con traducción al inglés y latín.
(2) Estos costos son dados por circular y para cada ceremonia se 
emite una nueva circular
(3) Si el estudiante quiere un grado privado el costo es de $646.000.
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Para los padres de familia es un costo que no de-
bieran asumir a estas alturas. Coinciden varios de 
ellos en que, por espacio de cinco años, han tenido 
que cancelar semestres de tres, cuatro y hasta más de 
10 millones de pesos por la educación de sus hijos y 
que unos “derechos de grado”, que no es otra cosa 
que el diploma profesional debería correr por cuenta 
de las instituciones. “Si las universidades se apega-
ran a la ley el costo de los derechos de grado debería 
ser el que representa la impresión del diploma, esto 

las universidades los 300.000 o hasta 700.000 pesos 
que cobran por eso?”, se pregunta un padre de fami-
lia consultado, para quien no existe respuesta”3.

Siguiendo este ejemplo, nos dimos a la tarea de 
escoger 10 Instituciones de Educación Superior y re-
visar los cobros por derecho de grado para el 2012 y 
se encontró lo siguiente:
Derecho de grado pregrado en ceremonia pública 0,28 SMMLV 
Derecho de grado postgrado en ceremonia pública 0,405 SMMLV
Derecho de grado pregrado público recibido por 
ventanilla

0,37 SMMLV 

Derecho de grado postgrado recibido por ventanilla 0,53 SMMLV 
Derecho de grado pregrado ceremonia privada 0,54 SMMLV 
Derecho de grado postgrado ceremonia privada 0,79 SMMLV

En la Corporación Universitaria del Huila CORHUILA

Seminarios como Opción de Grado 1.5 SMLMV
Derechos de Grado 60% de un SMLMV

Universidad Autónoma del Caribe, según Acuerdo 
número 816 de 2012

$668.000.00

Universidad del Bosque $470.000.00

Instituto de Educación Superior CINOC:

Graduación Solemne 33,33 % SMMLV
Graduación Privada 42,65 % SMMLV

undación Universitaria ORAND LORENZ

Derecho de grado–pregrado incluyendo trabajo de tesis, 
diploma y acta de grado

$568.000.00

Derecho de grado–pregrado incluyendo trabajo de tesis, 
diploma y acta de grado:

$681.000.00

Corporación Universitaria regional del Caribe

Pregrado-programa-técnico profesional $425.000.00
Pregrado-profesional $504.000.00

Corporación Universitaria Iberoamericana. 2011

Ceremonia ordinaria $456.000.00
Ceremonia privada $617.000.00

undación Universitaria Agraria de Colombia “Uniagraria”

Derecho de grado y postgrado 2   SMMLV
Dirección, asesoría y demás costos de opción de grado 1.5 SMMLV
Diploma, acta de grado y ceremonia 0,5 SMMLV

Colegio Mayor del Rosario. 2010

Derecho para el cumplimiento de requisitos de grado $616.000.00
Derecho de grado $413.000.00
Privado o público $646.000.00

Lo anterior es simplemente el resultado de po-
siciones radicales de autoridades administrativas y 
jurisdiccionales que han predicado que las universi-
3 Instituto de liderazgo de Desarrollo Humano y organi-

zacional “Liderazgo” -Observatorio de la Universidad 
Colombiana”, informe: cuestionan montos que las IES 
cobran por derecho a grado.

dades tienen derecho a “cobrar por sus servicios y el 
estudiante el deber de cumplir con sus obligaciones 
económicas y administrativas con la universidad”, 
fundamentadas en la indeterminación normativa del 
artículo 122 objeto de esta reforma que establece 
“por razones académicas pueden exigir las institu-
ciones de educación superior”, sin que por ningún 
lado se logre evidenciar criterios materiales de jus-

Sentencia C-654 de 2007, al decir: “…pero le asiste 
razón al actor en cuanto a la falta de criterios para 
de nir el contenido de este cobro, especialmente te-
niendo en cuenta que ninguna otra disposición de-

ne ni determina los costos académicos que cubren 
tales derechos”.(Resaltado fuera de texto).

EL DERECHO DE GRADO ES INHERENTE 
AL LOGRO ACADÉMICO ALCANZADO.

No hay duda que la inscripción; realización de 
exámenes de habilitación, supletorios y prepara-
torios; realización de cursos especiales y de edu-
cación permanente; expedición de certi cados y 
constancias; los costos destinados a mantener un 
servicio médico asistencial para los estudiantes y 
la matrícula, son “derechos pecuniarios” propia-
mente dichos en la medida en que ellos “responden 
al derecho de la institución educativa privada de lo-
grar una remuneración económica legítima con oca-
sión al servicio que presta”, en tanto el derecho de 
grado como los denominados derechos complemen-
tarios, tienen una naturaleza distinta en el entendido 
de que el primero es un derecho inherente al logro 
académico alcanzado a la culminación de un progra-
ma de formación universitaria conforme a la ley y 
el segundo está por fuera del contexto de evidencias 
académicas inherentes a la prestación del servicio de 
manera que pueden estar soportados en considera-
ciones externas de las IES.

Sin duda alguna los derechos pecuniarios tienen 
su fuente en una “dimensión civil o contractual4, 
la cual se MATERIALIZA con la MATRÍCULA y 

prestación del servicio. La relación costo del servicio 

agota con el desarrollo y aprobación de los semestres 
académicos requeridos para la obtención del título 
ya sea técnico, tecnológico, profesional o de espe-

tanto el derecho de grado no es un derecho ajeno e 
independiente sino que se desprende del hecho mis-
mo del cumplimiento de los ciclos correspondientes 
requeridos en cada uno de los programas académi-
cos que ofrecen las IES, por tanto es un derecho a 
ese cumplimiento. Por tanto el egresado, obtiene el 
derecho a graduarse sin exigencias adicionales sobre 
todo de tipo pecuniario. Asunto diferente es que el 
costo por la expedición de un “diploma con algunas 
características estéticas y de seguridad lo asuma el 
estudiante, sin que esta obligación llegue a constituir 
un gasto “innecesariamente oneroso”5.
4 Corte Constitucional, Sentencia  T-933 de 2005 (sep-

tiembre 7), M. P. Rodrigo Escobar Gil.
5 Concepto Procuraduría General de la Nación en Senten-

cia C-654 de 2007.
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Con relación a los costos de realización de cere-
monia de grado ya sean públicas o privadas solem-
nes o no, estos deben guardar justas proporciones 
entre su costo y el número de estudiantes a graduar 
ya que en palabras del Ministerio Público, la cere-
monia, “tampoco, en principio, debería constituir 
una carga onerosa para la institución ni para los 
graduandos”…y el título profesional “no puede es-
tar condicionado a la participación física o econó-
mica de los estudiantes en estas celebraciones, como 
corresponde a un Estado liberal y a la prestación de 
un servicio público”.6 Frente a estas posturas am-
biguas es, prioridad del Congreso de la República 

no hagan oneroso y exorbitantes el cobro de los mis-
mos. En este sentido también es clara la posición de 
nuestro máximo tribunal constitucional, cuando en 
la sentencia ya aludida expresó que el servicio edu-
cativo por ser un servicio público con una función 
social, lo que se pague por su prestación ni puede 
estar sujeto a leyes del mercado ni a la tan cacareada 
autonomía de la IES, sino controladas por el Estado 
a través de cada uno de sus poderes públicos y el 
Congreso es uno de ellos. Así lo dejó claro la Corte:

En relación con este punto, conviene precisar 
que para el caso del servicio educativo a cargo de 
particulares, se considera que los pagos que oca-
sione su prestación no están librados a las leyes de 
la oferta y la demanda, ni a la autonomía absoluta 
de los centros de instrucción, sino que están con-
trolados por el Estado

Otro importante argumento de la Corte Constitu-
cional refuerza esta iniciativa en el entendido de que 
la intervención prioritaria del Congreso debe surtirse 
para evitar se sigan adoptando decisiones por parte 
de la IES que sugiera cualquier exagerado requeri-
miento de tipo pecuniario. Así lo sostuvo el alto tri-
bunal:

“la educación –aun la privada– debe prestarse en 
condiciones tales que garantice la igualdad de opor-
tunidades en el acceso a ella, por lo cual repugna a 
su sentido de servicio público con profundo conte-
nido social cualquier forma de trato discriminatorio 
o ‘elitista’ que, en virtud de un exagerado requeri-
miento económico, excluya per se a personas inte-
lectualmente capaces cuyo nivel de ingresos sólo les 
hace posible sufragar las proporcionales contrapres-
taciones legalmente autorizadas que se adecuan al 
nivel educativo buscado, pero no cantidades extraor-
dinarias ajenas al servicio mismo y a su categoría”7. 
(Resaltado es del suscrito).

No es menos contundente el argumento utiliza-
do por la misma Corte cuando insiste en deferir la 
defensa del bien común y el efectivo cumplimien-
to de la función social que corresponde a la educa-
ción a los poderes públicos del Estado y más que las 
otras ramas es al Congreso en representación de la 
mayoría el que está obligado a establecer criterios 
materiales que “ubiquen el ejercicio de la autonomía 
privada dentro de los límites del bien común y el in-
6 Concepto Procuraduría General de la Nación en Senten-

cia C-654 de 2007
7 Corte Constitucional en la Sentencia C-560 de 1997 (no-

viembre 6), M. P. José Gregorio Hernández Galindo.

terés general” de manera que no se afecte el ingreso 
de un gran número de familias con incrementos que 

En estos términos la Corte sostiene un argumento 
que resulta plausible a nuestra iniciativa:

“…de una parte está comprometido el derecho a 
la educación, y de otra un incontrolado aumento de 
los costos educativos puede llegar a lesionar y aun a 

de la Constitución,… De allí que el control de pre-
cios en la materia resulte inherente a la conducción 
del sistema educativo a cargo del Estado y restrinja 
los alcances de la libertad reconocida a los entes edu-

los que señala el artículo 334 de la Constitución8.
FALTA DE CRITERIOS MATERIALES 

PARA DEFINIR EL CONTENIDO DEL COBRO 
DEL DERECHO DE GRADO Y DERECHOS 
COMPLEMENTARIOS.

– INDETERMINACIÓN DE LOS CONCEP-
TOS.

El concepto del Procurador General de la Nación 
fue muy ambivalente y navegó en dos aguas, sin 
embargo, precisó todas las falencias que tiene en su 
contenido el artículo 122 objeto de esta iniciativa, 
sugiriendo a la Corte Constitucional, “… y pide a la 
Corte que ante la vaguedad de las disposiciones lega-
les, “precise el signi cado de estos derechos, de tal 
manera que, respetando la autonomía universitaria, 
queden a salvo los derechos de los estudiantes”9. 
(Subrayado fuera de texto).

La Corte, en la sentencia aludida tampoco precisó 
el alcance normativo de esos derechos, como tampo-

las expresiones “razones académicas”, solo conside-
ró imperioso indicar que cuando proceda el cobro de 
esos derechos de grado, estos deben:

1. Corresponder proporcionalmente a los reales 
costos administrativos de graduación. 

3. Ser razonables y,
4. Estar previamente aprobados.
Como se nota, no son propiamente criterios ob-

jetivos que eviten un posible abuso por parte de la 
IES, tan es así que esta advertencia de la Corte data 
de 2007 y en acápite respectivo se ha dejado la evi-
dencia de que el costo del derecho de grado ni co-
rresponde proporcionalmente a los reales costos ad-
ministrativos de graduación, ni son razonables. En 
algunos considerandos de los acuerdos o resolucio-

-
les como: más espacios para la docencia, trabajos de 
investigación, cobertura, capacitación.

De manera que tanto el artículo 122 como las in-
dicaciones de la Corte Constitucional siguen en la 
órbita de los conceptos jurídicos indeterminados, 
que son “en sí mismo conceptos huecos que hay que 
llenar: no basta con decir que hay “razones académi-
cas”, hay que concretar en qué consiste. En palabras 
de ilustre profesora Esperanza Serrano, “Los con-
ceptos jurídicos indeterminados han de ser llenados 
8 Corte Constitucional, C-560 de 1997 (noviembre 6), M. 

P. José Gregorio Hernández Galindo.
9 Concepto de la Procuraduría General de la Nación en 

Sentencia C-654 de 2012.
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de contenido en cada caso concreto (necesidad, ur-
gencia, oportunidad, conveniencia, utilidad pública, 
interés público, autonomía…). El concepto jurídico 
indeterminado tiene que ser llenado de contenido 

-
cas del caso de los factores objetivos y subjetivos 
que sean congruentes con su enunciado genérico, 
mediante una explicación y aplicación al caso con-
creto: no se puede decir que hay urgencia sin expli-
car en qué consiste esa urgencia y si se alude a la 
necesidad es preciso también explicar lo que se en-
tiende por ella10.

Sin duda alguna, el establecimiento de esos de-
rechos pecuniarios que proceden o se fundamentan 
en conceptos como razones académicas y según la 
Corte “corresponder proporcionalmente a los reales 
costos administrativos de graduación”, ser razona-

que acuñe la fallida reforma del gobierno, resultan 

precisamente por la apertura o textura abierta de su 
contenido normativo y además por la complejidad 

-
car su cobro y que seguramente no se ponderan con 
fundamento en criterios materiales, referentes pre-

-
ranticen le debida correspondencia con la naturaleza 
de servicio público de educación y su innegociable 
función social.

Es incuestionable que el problema está en la falta 
de precisión de los conceptos utilizados en la dispo-
sición aludida, tan es así que la Corte en su análisis 

-
mación del actor de que el literal e) impugnado se li-
mita a enunciar “derechos de grado”  
pero ello no acarrea inexequibilidad pues, como se 
ha visto, su delimitación está dentro del ámbito de 
autonomía de las universidades, resultando fundado 
que se busque recuperar los gastos en que han incu-
rrido para la entrega del título profesional,…”11. 

Esa falta de criterios materiales, referentes preci-

para sostener la “vagüedad semántica intencional” 
que hay que corregir en la disposición objeto de esta 
iniciativa y, evitar posiciones como la que la misma 
corte cita para darle razón a las IES, posiciones como 
está también deben corregirse, “... por ejemplo los 
anotados por el Procurador General y por la apode-
rada del Ministerio de Educación Nacional, como el 
valor de la impresión del diploma, la ceremonia si la 
hay y otros costos, que pueden ser indirectos, pero 
reales.” La pregunta sería ¿cuáles? 

Por consiguiente y, es de buen recibo que el Con-
greso de la República como máximo órgano de las 
decisiones políticas mayoritarias corrija esa vague-
dad semántica intencional que aparece en los con-
tenidos normativos de la leyes aprobadas y que nor-
malmente propician la negación o el retardo en re-
conocimiento de un derecho fundamental. La Corte 
Constitucional ha sido vertical en su posición, con 
relación a la utilización de conceptos jurídicos inde-
terminados en las leyes, así lo ha expresado:
10 Serrano Ferrer María esperanza, disponible en internet: 

www,administracionpublica.com/motivacion-de-con-
ceptos-jurídicos-.

11 Corte Constitucional, Sentencia C-654 de 2007, M. P. 
Nilson Pinilla Pinilla.

“Una Constitución Política es un sistema de re-
glas y principios y no un conjunto de conceptos y 
palabras, en donde si bien el uso de conceptos jurídi-
cos indeterminados no está prescrito no es aceptado 
constitucionalmente, habiendo sido señalado por la 
jurisprudencia algunos casos en los que el legisla-
dor debe abstenerse de emplear palabras y conceptos 
que por su grado de indeterminación pueden com-
prometer el ejercicio o el goce de derechos constitu-
cionales. …no obstante reconocer la amplia facultad 

suscrito)12.
La Corte Constitucional en reducidor asertos 

sobre el tema ha precisado que le “Compete tam-
bién al legislador determinar si el valor de esos dere-

por los entes educativos bajo el control y vigilancia 
de aquéllas, atendiendo el carácter de servicio públi-
co y de función social que la Constitución asigna a 
la educación, con todas las connotaciones fundamen-
tales que se le han reconocido”13. Pero como se ha 

-

Siguiendo esta misma línea con la cual me identi-

Ahora, como el artículo 67 de la Carta no trae una 
“derechos académicos” y tampoco los 

enuncia, ha de entenderse que tal asunto está deferi-
do al legislador, quien al ejercer su facultad de con-

aunque esos derechos sean de contenido económico, 
ante todo deben guardar correspondencia con la edu-
cación, en su doble dimensión de derecho SUBJE-
TIVO de la persona y servicio público que tiene una 
función social. (Subrayado es del suscrito).

Comoquiera que las universidades pueden alterar 

-
que el diseño jurídico no habilita y por aquello de la 
autonomía, como tampoco fue motivo para declarar 
en su momento la inconstitucionalidad del artículo 
y, como quiera que “se trata de un problema rela-
cionado con la aplicación práctica de la norma” y de 
falta de control inspección y vigilancia por parte del 
Viceministerio de Educación Superior a quienes se 
trasladaron esa funciones, es necesario y prioritario 

seguir dejando en manos de la IES la libre determi-
nación de los derechos de grado y derechos comple-
mentarios so pretexto de la autonomía y del régimen 
de libertad controlada.

Honorables Colegas, en estos términos dejamos 

de los futuros profesionales de nuestro país, para que 
sean ustedes, en su sano juicio los que acojan esta 
propuesta. 

De los honorables Congresistas,
Laureano Augusto Acuña Díaz,

Representante a la Cámara,
Departamento del Atlántico.

12 Corte Constitucional, Sentencia C-350 de 2009, M. P. 
María Victoria Calle Correa.

13 Corte Constitucional, Sentencia C-654 de 2007, M. P. 
Nilson Pinilla Pinilla 
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CÁMARA DE REPRESENTANTES
SECRETARÍA GENERAL

El día 17 del abril del año 2013 ha sido presentado 
en este Despacho el Proyecto de ley número 288, con 
su correspondiente exposición de motivos. Por hono-
rable Representante Laureano Augusto Acuña Díaz.

El Secretario General,
Jorge Humberto Mantilla Serrano.

* * *
PROYECTO DE LEY NÚMERO 289 DE 2013 

CÁMARA
por medio de la cual se exibiliza la jornada  
de trabajo de los trabajadores dependientes  
del comercio y se dictan otras disposiciones.

El Congreso de Colombia
DECRETA:

Artículo 1º. Los trabajadores y trabajadoras de-
pendientes del comercio formal tendrán derecho, 
dentro de la jornada semanal de 48 horas, a jornadas 

anteriores a las festividades de navidad y año nuevo 
y será de máximo diez (10) horas diarias sin lugar a 
ningún recargo por trabajo suplementario. 

Parágrafo. Los trabajadores y trabajadoras a que 
-

nes trabajen en restaurantes, clubes y discotecas, en 
ningún caso trabajarán más allá de las 22 horas entre 
el séptimo y el primer día anteriores a la navidad y 
el año nuevo. Tampoco lo harán más allá de las 21 
horas del día 24 y 31 de diciembre. 

Artículo 2º. El desconocimiento a lo dispuesto 
en la presente ley será sancionado con la pérdida de 

cada trabajador afectado con la infracción. 
Artículo 3º. Dada su naturaleza y sentido históri-

co, el 1° de mayo de cada año, Día Nacional del Tra-
bajo, tendrá carácter de obligatorio e irrenunciable, 
para todos los trabajadores y trabajadoras, incluidos 
los dependientes del comercio formal. 

De los honorables Congresistas, 
Laureano Augusto Acuña Díaz,

Representante a la Cámara,
Departamento del Atlántico.

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS
“…el dominio del trabajo y de la familia son mu-

tuamente incompatibles en una diversidad de mane-
ras, es probable que individuos que experimenten 
satisfacción con ambos roles experimenten mayores 
niveles de logro de metas y bienestar personal, que 
aquellos que están satisfechos sólo con uno de ellos”. 

JIMÉNEZ FIGUEROA, Andrés y MOYANO 
DÍAZ, Emilio

El subsistema de derecho laboral colombiano, en 
su gran contexto normativo es construcción anterior 
al proceso constituyente de 1991, con actualizacio-
nes post constituyente a partir de la Ley 100 del 23 
de diciembre de 1993 y de líneas jurisprudenciales 
que lo han compatibilizado con las disposiciones 
de la constitución de 1991 dado que el Estatuto del 
Trabajo aún no ha sido expedido por el Congreso de 
la República conforme al mandado del artículo 53 
constitucional. 

En este contexto, el Código Sustantivo del trabajo 

el logro de la justicia en las relaciones laborales y en 
la búsqueda del equilibrio social1. Estos principios, 
indiscutiblemente han orientado las últimas reformas 
a las relaciones laborales en Colombia y precisamen-
te en el tema de la jornada de trabajo se ha avanza-
do notablemente, pero dado el vertiginoso avance de 
los procesos económicos y productivos, esos avan-
ces, en algunos sectores de la dinámica comercial co-
lombiana, no consultan la realidad de las relaciones 
laborales cuando se trata de compatibilizar la esfera 
del trabajo, la vida familiar y profesional, sobre todo 
en las relaciones laborales de trabajadores “depen-
dientes del comercio”. 

Sin duda alguna, la normativa aplicable a esta cla-
se de trabajadores y trabajadoras es la estipulada en 
C.S. del T., es decir, la jornada laboral de máximo 
48 horas semanales equivalentes a 8 horas diarias, 
siendo esta la más amplia en Latinoamérica pero con 

-
nos días, aumentando la máxima por día cuando las 
partes así lo acuerdan sin exceder de 10 horas diarias 
y sin que pueda dar lugar a remuneración alguna por 

esquema ordinario de la jornada laboral aplicado por 
-

giere el artículo 51 de la Ley 789 de 20022.

laborales de los trabajadores dependientes del co-
mercio, no ha constituido en los últimos años un im-
perativo encaminado a reconocer la compatibilidad 
entre la actividad laboral y los demás espacios de la 
intimidad del trabajador, esto es y, de manera preva-
lente en circunstancias en las cuales el disfrute de la 
vida familiar o el tiempo a compartir adquiere una 
trascendencia todavía mayor que la ordinaria. 

Es evidente que en fecha como la noche buena 
“navidad” y la llegada del nuevo año la dinámica co-
mercial genera un aumento temporal muy notorio en 
la actividad del comercio por la extensión del hora-
rio de cierre de los establecimientos de comercio y, 
consecuentemente unas jornadas de trabajo más in-
tensas y agotadoras, más allá de la jornada ordinaria 
a los “trabajadores dependientes del comercio”, 
de manera indirecta, no se les posibilita llegar a sus 
hogares y compartir con sus familias estas importan-
tes fechas. Situación que tiene aún más impacto en 
los hogares cuando a quien esperan es madre o padre 
cabeza de familia. 
1 Código Sustantivo del Trabajo, artículo 1º.
2 Literal adicionado por el artículo 51 de la Ley 789 de 

2002. El nuevo texto es el siguiente:> El empleador y 
el trabajador podrán acordar que la jornada semanal de 
cuarenta y ocho (48) horas se realice mediante jornadas 

días a la semana con un día de descanso obligatorio, que 
podrá coincidir con el domingo. En este, el número de 
horas de trabajo diario podrá repartirse de manera varia-
ble durante la respectiva semana y podrá ser de mínimo 
cuatro (4) horas continuas y hasta diez (10) horas diarias 
sin lugar a ningún recargo por trabajo suplementario, 
cuando el número de horas de trabajo no exceda el pro-
medio de cuarenta y ocho (48) horas semanales dentro 
de la jornada ordinaria de 6:00 a. m. a 10:00 p. m.

juridico2
Highlight
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El interés de la presente iniciativa va direccio-
nado precisamente a encuadrar la situación antes 
descritas para complementar la legislación laboral 

laboral– y de asegurar, por un lado, que las jornadas 
de trabajo de los dependientes de comercio, durante 
este período, se extiendan dentro de los límites le-
gales y en días diferentes a las fechas aludida y, por 
otro, que el horario de cierre del comercio los días 
24 y 31 de diciembre permita a los trabajadores del 
sector compartir las festividades de navidad y año 
nuevo junto a sus familias, asegurando de esta ma-
nera una conciliación entre la actividad laboral y la 
vida familiar. 

Se propone por consiguiente introducir una nor-
ma que establezca una hora determinada para cese de 
la jornada laboral de los trabajadoras y trabajadores 
dependientes del comercio en los días señalados, de 
manera que se disponga del tiempo necesario para 
desplazarse de sus lugares de trabajo hasta el lugar en 
que compartirán la llegada de la navidad y el año nue-
vo con sus familiares, para lo cual concertarán con el 
empleador una jornada complementaria en un período 
de tiempo anterior a las festividades señaladas el cual 
debe entenderse el período de siete días que antecede 
inmediatamente a cada una de tales fechas. 

Relaciones laborales dignas y justas 
Esta iniciativa encuadra perfectamente en los pos-

tulados principalistas de nuestra constitución política 
y le compete al Congreso de la República garantizar 
unas relaciones de trabajo en condiciones dignas y 
justas dado que el trabajo no sólo es un derecho so-
cial fundamental sino que también adopta la conno-
tación de principio y valor dentro del ordenamiento 
jurídico colombiano, por lo que es un imperativo 
para los poderes públicos del Estado protegerlo de 
forma especial y prioritaria. Así lo dispone el artícu-
lo 25 de nuestra Constitución Política:

“El trabajo es un derecho y una obligación social 
y goza, en todas sus modalidades, de la especial pro-
tección del Estado. Toda persona tiene derecho a un 
trabajo en condiciones dignas y justas”. 

Del mismo artículo se desprende que el derecho 
al trabajo es un derecho de naturaleza social y funda-
mental, de donde se desprende la obligación consti-
tucional de desarrollo progresivo que se endilga a los 
poderes públicos del estado para lograr la máxima 
optimización de este derecho, tomando la iniciativa 

-
ciones laborales “dignas y justas. De igual manera y, 
conforme a su legitima facultad de intervención, po-
ner límites a las arbitrariedades que pueden generar-
se al amparo de las leyes del mercado y del principio 
de autonomía de la voluntad, o reglamentando las 
condiciones requeridas para organizar la economía 

-
sos humanos y el mejoramiento de la calidad de vida 
de los trabajadores colombianos3. Corresponde por 
tanto al Congreso de la República, en su amplia fa-

forma de hacer efectivos las distintas modalidades de 
trabajo y las condiciones mínimas de las mismas con 
3 Constitución Política de Colombia, comentarios al artí-

culo 53. Página 45., Editorial Leyer.

-
tizar la efectividad de la dignidad y de la justicia4, 
como también garantizar los derechos mínimos e 
irrenunciables a la empresa y al empresario. 

La progresividad del proyecto de ley
Dado que el trabajo no sólo es un derecho social 

fundamental sino que también adopta la connotación 
de principio y valor dentro del ordenamiento jurídico 
colombiano, conlleva un mandato de progresividad, 
es decir, que la normatividad que se adopte por este 
proyecto de ley debe contener un “reconocimiento 
de prestaciones y protecciones mayores y superiores 
a los niveles alcanzados. 

Es evidente que el presente proyecto de ley tiene 
el componente de progresividad dado que las medi-
das adoptadas buscan complementar la legislación 

dependientes del comercio, en el sentido de permi-
-

dan compartir con sus familias, asegurando de esta 
manera una conciliación entre la actividad laboral y 

existe disminución alguna en los niveles de protec-
ción alcanzada frente a los derechos sociales y por 
tanto el proyecto encarna un propósito constitucional 
de particular importancia.

La actividad económica y la iniciativa privada 
en la intención del proyecto.

La Constitución de 1991 además de adoptar un 
modelo de Estado Social de Derecho, también parte 
de la base de admitir la propiedad privada –58–, la 
libertad de empresa y la libre competencia –333–, 
pero ambos postulados se encuentran sometidos a la 
existencia de un principio, en cuya virtud la función 
social y el interés social limitarán su contenido5, ad-
mitiendo en este sentido a la empresa como motor 
de desarrollo social y promotora de dicha actividad 
pero también la intervención de los poderes públicos 
del Estado para garantizar el buen funcionamiento 
de los mercados y consecuentemente alcanzar la sa-
tisfacción de las necesidades de toda la población, 
la distribución equitativa de las oportunidades y los 

6. El Constitu-
4 (Sentencia C-171 de 2012 Magistrado Ponente: Luis 

Ernesto Vargas Silva.  
5 Constitución Política de Colombia, artículos 58, 333, 

334 y 335. Leyer 2009. Comentarios: La expresión fun-
ción social de la propiedad fue acuñada a comienzos de 
este siglo por el jurista francés, LEON DUGUIT, como 
una vía transaccional entre la ideología liberal propia de 
la Revolución Francesa y la propiamente socialista. Su 
formulación inicial fue notarialmente confusa. A pesar 
de ello, muy pronto se convirtió en una fórmula que a 

giro utilizado por las Cartas Constitucionales. Actual-
mente la recogen literalmente las Constituciones Italiana 
y española.

6 Corte Constitucional, en términos de la Corte Consti-
tucional “El artículo 333 de la Constitución acoge esos 
valores y propende, entonces, por el equilibrio entre el 
reconocimiento de la libertad económica y la protección 

-
rantías para el sistema económico, sino también debido 
a la incorporación de la fórmula del Estado social de de-
recho (C. P. artículo 1º), en virtud de la cual el poder 



GACETA DEL CONGRESO  218  Lunes, 22 de abril de 2013 Página 17

yente González Rubio en la sustentación en segun-
do debate del artículo 333 en la Asamblea Nacional 
Constituyente, enfatizó sobre la función social de la 
libre empresa, así lo dejó prescrito: 

“…la libre empresa tiene su fundamento en la 
propiedad privada. Ella es la piedra angular de la 
economía. De ahí que la Constitución anterior y la 
nueva la garanticen como un derecho; el cual, sin 

su titular, en la medida en que se cumpla una función 
social”.

En este contexto constitucional, el empresario 
tiene todo el derecho a desplegar libremente su acti-
vidad económica de manera organizada pero dentro 
del respeto a los límites ya presentados y, dirigida a 
asegurar el cumplimiento de varios deberes constitu-
cionales, entre los cuales se destacan la “salvaguarda 
de los derechos ajenos y la promoción de la justicia, 
la equidad y el interés general como manifestaciones 
fundamentales del Estado Social de Derecho7. En 
este sentido también ha coincidido el profesor Sabo-

que se sustenta ha concluido: 
En conclusión, el empresario también verá limita-

do el ejercicio de su libertad de empresa por el cum-
plimiento de una función social, es decir que deberá 
orientar sus actividades no sólo a que sus bienes o 
servicios sean productivos o dejen un marco de utili-
dad, sino además cooperen al desarrollo y crecimien-
to económico de la nación, colaboren a la cohesión 
social y a la protección medioambiental, para de este 
modo contribuir a la satisfacción de las necesidades 
sociales, que por supuesto como se ve, van más allá 
de la simple expectativa lucrativa que en principio 
podría tener el empresario8.

De manera que el presente proyecto de ley a la 
vez que se encuentra comprometido con la adopción 
de medidas para armonizar la vida laboral y familiar, 
el trabajo remunerado con las responsabilidades fa-
miliares, también lo está con la garantía del núcleo 
esencial de la actividad económica, la iniciativa pri-
vada y la libre empresa, en ultimas a consolidar los 
derechos del propietario– empresario con las priori-
dades familiares y personales de las trabajadoras y 
trabajadores dependientes del comercio, todas ella 
correctamente apoyadas en el texto constitucional. 

Este argumento, actividad económica – libre em-

línea jurisprudencial de la Corte de la siguiente ma-
nera: 

“Como se observa, el Estado Constitucional co-
lombiano es incompatible tanto con un modelo del 

promover la prosperidad general y garantizar los princi-
pios y deberes de la Constitución (C. P. artículo 2º). Esto 
explica que el artículo 333 superior establezca límites a 
la libertad económica, como el bien común y la propia 
función social de la empresa, e incorpore herramientas 
para que el Estado evite que se obstruya la libertad eco-
nómica y el abuso de las personas o empresas de su po-
sición dominante en el mercado…  

7 Corte Constitucional, Sentencia C-189 de 2006, Senten-
cia T-427 de 1998. M. P. Alejandro Martínez Caballero.

8 Sabogal Bernal Luis, Nociones Generales de la libertad 
de Empresa en Colombia, REVIST@ e – Mercatoria Vo-
lumen 4, Número 1 (2005).

liberalismo económico clásico, en el que se proscri-
be la intervención estatal, como con modalidades de 

el Estado es el único agente relevante del mercado 
y la producción de bienes y servicios es un mono-
polio público. En contrario, la Carta adopta un 
modelo de economía social de mercado, que re-
conoce a la empresa y, en general, a la iniciativa 
privada, la condición de motor de la economía, 
pero que limita razonable y proporcionalmente 
la libertad de empresa y la libre competencia 
económica, con el único propósito de cumplir -
nes constitucionalmente valiosos, destinados a la 
protección del interés general”9. (Subrayado y 
negrilla es del suscrito).

“(…)” el nuevo derecho constitucional diseña un 

parte del reconocimiento de la desigualdad social 
existente (artículo 13), de la consagración de ciertos 
y determinados valores como la justicia y la paz so-
cial, principios como la igualdad y la solidaridad, y 
derechos y libertades civiles, sociales, económicos y 
culturales que conforman la razón de ser y los límites 
del quehacer estatal”10. 

En otras palabras, el límite a la actividad econó-
mica y la libre empresa es el bien común y el interés 
general y, este bien común, para el caso que nos ocu-
pa, se traduce en la compatibilidad que debe lograr la 
actividad económica y la libre empresa con la activi-
dad desarrollada por las trabajadoras y trabajadores 
en el ánimo de armonizar familia y trabajo, de mane-
ra que este proyecto no iría en detrimento del interés 
que subyace de la actividad económica y de la libre 
empresa sino que más bien busca crear mejores con-
diciones de trabajo para un sector dependiente y, que 
estas condiciones reviertan en mejores logros para el 
sector empresarial pero también en mejores indica-
dores de calidad de vida de los trabajadores depen-
dientes del comercio en una época que es de mucha 

Profundizar políticas para mejorar la moral 
laboral y la unidad familiar

Promover la unidad familiar, en una sociedad que 
cada día hunde sus raíces en un individualismo extre-
mo, debe ser un imperativo para los poderes públicos 
del Estado. Sin duda alguna, es desde el mismo Es-

atender los efectos de la desintegración social que 
se inicia en las familias. Las preocupaciones en este 

temas, psicólogos, sociólogos, politólogos, sino tam-
bién de la investigación académica, siempre propo-
niendo alternativas para salvar el núcleo esencial de 
nuestra sociedad: la familia, así se desprende de esta 

La familia conforma un espacio de acción en el 
-

guridad humana, y de integración social de las per-
sonas. ….Por ello, el lograr promover la estabilidad 
9 Corte Constitucional, sentencia en la Sentencia C-228 de 

10 Corte Constitucional Sentencia C-352 de 2009, sobre el 
fundamento de este modelo, la Corte explicó.
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familiar se convierte en nuestro reto diario. Debemos 
comprometernos cada uno de nosotros a propiciar las 
características necesarias para lograr contrarrestar 
las amenazas de la vida familiar11.

El Congreso de la República como el poder re-
presentativo de las decisiones políticas no está exen-

-
ciencia políticas públicas que logren evidenciar la 
dimensión de la estabilidad familiar, su componente 
afectivo y su conciliación con el trabajo. Es un equi-
librio que debe buscarse superando los estados de 

-
do el trabajador o trabajadora asume simultáneamen-
te varios rolles –padre-madre-trabajador-compañera, 
cuya consecuencia no es otra que los grados de “in-
satisfacción familiar o laboral12. Es prioritario para 
el Congreso de Colombia, profundizar en medidas 
progresivas que incrementen la calidad de vida la-
boral del gran sector de trabajadores y trabajadoras 
dependientes del comercio y, consecuentemente im-
pactar el clima familiar. 

Importantes investigaciones como la de los profe-
sores ANDRÉS JIMÉNEZ FIGUEROA, y EMILIO 
MOYANO DÍAZ, sustentan los afanes de este pro-
yecto: 

“En términos generales, se reconoce que las po-
-

visión consistentes con el equilibrio trabajo-familia 
tienen una alta incidencia en la satisfacción, tanto 

-
dos por ambos roles (Frye & Breaugh, 2004). La pre-
sencia de políticas trabajo-familia han sido asocia-
das con altos niveles de desempeño organizacional, 
incrementos en la productividad y un mejoramiento 
en la moral laboral (Perry-Smith & Blum, 2000). 
Las políticas que propenden a la generación de una 
cultura familiar amigable han sido investigadas en 

Swanberg y Sigworth (2004) sostienen que las or-
ganizaciones que implementan estos programas pre-

empresa, disminución de los índices de ausentismo, 
menor estrés y un incremento en la productividad, 
entre otros resultados13.

En la franja de trabajadores y trabajadoras de-
pendientes del comercio están, sin duda alguna, una 
gran cantidad de mujeres y hombres cabeza de fa-
milia quienes tratan de sacar adelante a su familia, 
11 Álvarez Laura, “EL PODER DE LA INTEGRACIÓN 

FAMILIAR” MSc. Psicología Clínica, vía internet en: 
www.saborysalud.com/content/...integracion-familiar/
Page1.html 

12 JIMÉNEZ FIGUEROA, Andrés y MOYANO DÍAZ, 
Emilio. FACTORES LABORALES DE EQUILIBRIO 
ENTRE TRABAJO Y FAMILIA: MEDIOS PARA ME-
JORAR LA CALIDAD DE VIDA. Universum [online]. 
2008, vol.23, n.1 [citado 2012-10-10], pp. 116-133. Dis-
ponible en: <http://www.scielo.cl/scielo.php?script=sci_
arttext&pid=S0718- Formato Documento Electrónico 
(ISO)

13 JIMÉNEZ FIGUEROA, Andrés y MOYANO DÍAZ, 
Emilio. FACTORES LABORALES DE EQUILI-
BRIO ENTRE TRABAJO Y FAMILIA: MEDIOS 
PARA MEJORAR LA CALIDAD DE VIDA. Dispo-
nible en: <http://www.scielo.cl/scielo.php?script=sci_
arttext&pid=S0718- Formato Documento Electrónico 
(ISO  

pese a todas las adversidades sociales, económicas 
encontradas. Es en este escenario del comercio don-
de ven la posibilidad de obtener ingresos que por lo 
general se convierten en la única esperanza para salir 
de condiciones económicas difíciles por lo que ter-
minan aceptando jornadas extensas y fatigadoras de 
trabajo, sobre todo para las celebraciones de navidad 

-

trabajo para que quienes han laborado con intensidad 
-

do en aparates anteriores, la posibilidad de compartir 
en familia esas celebraciones en las que sin objeción 
alguna, la unidad familiar es de una connotación in-
valuable. 

En consideración a lo anterior se propone: 
1. Determinar un período de tiempo de siete días 

nuevo para efectos de compensación que se plantea. 

hora determinada para cese de la actividad laboral 
de los dependientes del comercio en los días señala-
dos, de manera de permitir que dispongan del tiempo 
necesario para trasladarse de sus lugares de trabajo 
hasta sus hogares. 

3. Proponer el carácter obligatorio e irrenun-
ciable, atendida su naturaleza y sentido histórico, 
el 1° de mayo de cada año, día internacional del 
trabajo. 

4. Finalmente, se establecen normas sanciona-
torias, destinadas a castigar a los infractores de las 
disposiciones contenidas en el cuerpo legal pro-
puesto. 

Honorables Congresistas, termino como empecé 
la sustentación de la presente iniciativa con la cita de 
los ilustres profesores JIMÉNEZ FIGUEROA, An-
drés y MOYANO DÍAZ, Emilio, que a manera de 
síntesis sobre el tema que nos ocupa han concluido 
acertadamente lo siguiente: “…el dominio del traba-
jo y de la familia son mutuamente incompatibles en 
una diversidad de maneras, es probable que indivi-
duos que experimenten satisfacción con ambos roles 
experimenten mayores niveles de logro de metas y 
bienestar personal, que aquellos que están satisfe-
chos sólo con uno de ellos”14. (Subrayado fuera de 
texto).

De los honorables Congresistas, 
Laureano Augusto Acuña Díaz,

Representante a la Cámara,
Departamento del Atlántico.

CÁMARA DE REPRESENTANTES
SECRETARÍA GENERAL

El día 17 del abril del año 2013 ha sido presenta-
do en este Despacho el Proyecto de ley número 289, 
con su correspondiente exposición de motivos. Por 
honorable Representante Laureano Augusto Augusto 
Acuña Díaz.

El Secretario General,
Jorge Humberto Mantilla Serrano.

14 Ver JIMENEZ FIGUEROA, Andrés; MOYANO DIAZ, 
Emilio. FACTORES LABORALES DE EQUILIBRIO 
ENTRE TRABAJO Y FAMILIA
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INFORME DE PONENCIA PARA PRIMER  
DEBATE AL PROYECTO DE LEY NÚMERO 

200 DE 2012 CÁMARA
por medio de la cual se dictan normas  
para la modernización del Congreso  

y la modi cación del Régimen de Comisiones.
Bogotá, D. C., abril de 2013
Doctor
GUSTAVO HERNÁN PUENTES DÍAZ
Presidente de la Comisión Primera
Cámara de Representantes
E. S. D.
Referencia  Informe de ponencia para primer de-

bate del Proyecto de ley número 200 de 2012 Cámara, 
por medio de la cual se dictan normas para la moder-
nización del Congreso y la modi cación del Régimen 
de Comisiones.

Respetado doctor Puentes:
Me permito presentar informe de ponencia corres-

pondiente al proyecto de ley ya referenciado, publicado 
en la Gaceta del Congreso número 769 de 2012, en 
los siguientes términos

1. Competencia y asignación de ponencia
Mediante Comunicación C.P.C.P. 3.1-473-2012 re-

cibido el 19 de noviembre de 2012 y conforme a lo 
preceptuado por el artículo 150 de la Ley 5ª de 1992, 
fui designada –en compañía de otros honorables Repre-
sentantes– ponente del citado proyecto de ley.

diciembre de 2012, nos fue concedida una prórroga de 
quince (15) días para presentar esta ponencia.

2. Síntesis del proyecto

en las Leyes 3ª y 5ª de 1992, concernientes a la admi-
nistración del Congreso de la República, se asemejan a 
“aquellas que regían la organización de la institución” 
y que se hace necesario reformarlas para aparejar dicha 
administración a las nuevas realidades.

Trae a colación el hecho de que, durante la vigencia 
de la Constitución Política de 1991, el ejecutivo ha em-
prendido varias reformas, mientras que “la estructura 
del Legislativo ha permanecido estática y su funciona-
miento se encuentra anclado en el diseño realizado dos 
décadas atrás”.

Para cambiar el actual estado de cosas, se propone 
introducir reformas en tres frentes:

• Organizar la administración del Congreso, me-
diante la adopción de una Gerencia General.

• Conformar tres cuerpos asesores del Congreso: 
Secretarios, Unidad Técnica de Apoyo Presupuestal, y 
Unidad de Análisis Constitucional y Técnica Legisla-
tiva.

• Crear el Centro de Estudios Parlamentarios, “con 
el n de que se produzca información y análisis sobre 
la labor del Congreso”.

3. Análisis del proyecto
Se menciona en la exposición de motivos que “…

Comparada con el Ejecutivo, la estructura del Legis-
lativo ha permanecido estática y su funcionamiento se 
encuentra anclado en el diseño realizado dos décadas 
atrás. Resulta difícil decir que mientras el Ejecutivo se 
debe adaptar al entorno, el Legislativo puede perma-
necer pétreo en su estructura y forma de gestión. La 

necesidad de buscar nuevos diseños y mecanismos de 
gestión es la principal razón para presentar al Congre-
so de la República este proyecto de modernización de 
la institución”. 

Inicialmente debemos tener en cuenta que, al pro-
ponerse cambios en la estructura de cualquier entidad, 
debe conocerse a fondo el funcionamiento de la mis-

un verdadero agente del cambio propuesto. Ello por 

representa un gasto importante de recursos (tiempo, 
dinero, etc.) que debe analizarse con detenimiento. En 

que realmente contengan soluciones a los problemas 
existentes.

Si bien es cierto que el proyecto de ley pretende 
efectuar reformas en la administración del Congreso 
(no en cuanto al trámite de las leyes), es necesario re-
cordar las razones por las cuales en nuestro país impera 
un sistema bicameral, tema que fue objeto de amplio 
debate en la Asamblea Nacional Constituyente. Se optó 
por adoptar este modelo, entre otras cosas porque se re-
conoció que nuestro país es bastante diverso y requiere 
amplios espacios de representación: 

“…en un país con una larga tradición regional, con 
una relación entre el país urbano y el país rural tan 
especial, donde están naciendo nuevas organizaciones 
políticas y con una población superior a los 30 millo-
nes de habitantes, una sola Cámara no ofrece bastantes 
espacios a la participación y a la representación. Por 
eso, cuando se busca pasar a una democracia partici-
pativa y solucionar el problema de representatividad 
del Congreso, no parece al Gobierno aconsejable su-
primir el bicameralismo que permite que por diversos 
sistemas electorales se expresen diferentes realidades 
políticas en el Congreso”1.

Más allá de la “duplicidad” en los episodios del 
proceso formativo de la Ley (vista muchas veces de 
manera peyorativa), no podemos olvidar que las Cáma-
ras legislativas tienen una composición diferente, sus 
orígenes son diversos y en general, no tienen la misma 
estructura, según se plasmó en la Constitución Política, 
en la cual se consagró también que le corresponde al 
Congreso “Crear los servicios administrativos y téc-
nicos de las Cámaras” (artículo 150, numeral 20 Su-
perior). 

En palabras de la Corte Constitucional, “El bicame-
ralismo es funcional a la representación de intereses 
distintos en cada una de las cámaras, en la medida que 
el origen democrático de cada una de ellas suele ser 
distinto. Del mismo modo, la existencia de dos cáma-
ras permite el ejercicio de un sistema de pesos y con-
trapesos al interior del Congreso, en tanto una de las 
células legislativas está facultada para ejercer control 
político sobre la otra, de suerte que opera como barre-
ra de los excesos en que pudiere incurrir”.2

En cuanto a la implementación de una gerencia ge-
neral, nada obsta para que la actual estructura sea mo-
dernizada, actualizada o, si se quiere, adaptada a las 
nuevas tendencias administrativas, sin que ello impli-

1 DE LA CALLE LOMBANA, Humberto. CEPEDA ES-
PINOSA, Manuel José. GACETA CONSTITUCIO-
NAL NÚMERO 126. 3 de octubre de 1991. Tomado 
de: http://www.elabedul.net/Documentos/Gacetas/Gace-
tas_101-144/gaceta_126.php.

2 C. Const. C-759 de 2004. M. P. Doctor Marco Gerardo 
Monroy Cabra.
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que un cambio radical de la estructura existente. Debe-
mos tener en cuenta que la estructura organizacional 
con que cuenta actualmente el Congreso de la Repú-
blica, tiene una trayectoria que le ha permitido fortale-
cer los diferentes procesos a su cargo, corrigiendo las 
falencias que pudieren presentarse, como en cualquier 
organización.

La frase contemplada en el proyecto de ley según 
la cual “Los ciudadanos esperan ver a sus represen-
tantes discutiendo qué es lo mejor para la calidad de 
vida de los ciudadanos y para el desarrollo del país, no 
titulares de prensa con escándalos producto de malas 
decisiones administrativas” nos lleva a formularnos 
varias inquietudes: ¿Las llamadas malas decisiones ad-
ministrativas obedecen a la estructura actual de admi-
nistración del Congreso? ¿Se superarían con la forma 
de administración propuesta? 

Es cierto que se han presentado varios proyectos de 
ley tendientes a “modernizar la estructura gerencial de 
la organización” y “racionalizar la actividad adminis-
trativa del Congreso”. Sin embargo, el hecho de que 
dichas iniciativas no hayan prosperado nos indica que 
no existe la mencionada unanimidad en cuanto a la ne-

Corporación. Por otro lado, es evidente que nuestra la-
bor como legisladores no tiene por qué desviarse hacia 
temas que no nos conciernen, como los meramente ad-
ministrativos de nuestra institución. No obstante lo an-
terior, cualquier tipo de modelo administrativo para el 
Congreso podría verse afectado por ese tipo de injeren-
cias negativas. En otras palabras, la total independencia 
en el manejo administrativo de la rama legislativa no 
depende de la estructura con que dicha labor se lleve 
a cabo, sino de la voluntad de los legisladores y de las 
personas encargadas de la mencionada administración.

También es cierto que la Rama Ejecutiva del Po-
der Público, durante la vigencia de la Carta Política 
de 1991, ha emprendido un sinnúmero de cambios 
tendientes a su modernización. Sin embargo, muchos 
de esos cambios no han arrojado resultados positivos. 
Tal es el caso de la fusión de Ministerios emprendida a 
partir de la Ley 790 de 2002. En ese entonces se argu-

-
tividad (“La mejor utilización de los recursos públicos 
exige poner en práctica enfoques gerenciales y admi-
nistrativos”) y para “Rescatar la legitimidad del Esta-
do ante el ciudadano”.3 Nótese cómo los argumentos 
planteados en ese entonces, son muy similares a los que 
se exponen en el presente proyecto de Ley. Sin embar-
go, la mencionada fusión demostró ser un rotundo fra-
caso, al punto de que las medidas adoptadas debieron 
ser revaluadas por la actual administración y se optó 
por escindir los Ministerios (Ley 1444 de 2011).

Las razones del citado fracaso tienen diversos orí-
genes, pero uno de los principales radica en el hecho 
de que las entidades inicialmente fusionadas tienen tal 

-
cal de las medidas fue nulo y, por el contrario, el fun-
cionamiento de los Ministerios afectados se debilitó. En 
palabras del jurista Diego Younes Moreno, “La magni-
tud de las agendas de cada cartera, las relaciones con 
el Congreso, y la abundante temática propia de los di-
ferentes sectores terminan agobiando a un ministro por 
capaz y laborioso que sea. De otro lado, las fusiones 
disminuyeron la capacidad de regulación estatal. Pero, 
más que el número o el tamaño de los ministerios, lo 

3 Proyecto de ley número 100 de 2002 publicado en la 
Gaceta del Congreso número 430 del 16 de octubre de 
2002. Tomado de http://servoaspr.imprenta.gov.co:7778/
gacetap/gaceta.nivel_3.

básico era la capacidad de acción que el Estado de-
bía tener frente a las tareas de cada ministerio”4. En 
este punto, cabe recordar el sinnúmero de actividades 
que deben desplegar los Servicios Administrativos de 
Senado y Cámara, para lograr un adecuado funciona-
miento del Congreso; sin que esté demostrado que la 
fusión de tales servicios pueda redundar en una admi-

En cuanto al Cuerpo de Asesores del Congreso, con-
sidero que la actual estructura cuenta con una amplia y 

los servicios contemplados en el proyecto de ley.
Por otro lado, en virtud del principio de coordina-

ción –entre otros-, nada impide que el Congreso de la 
República solicite colaboración de las autoridades ad-

-

también puede ser solicitada a la Academia y demás 
sectores especializados en cada tema a tratar. Final-
mente, considero que los órganos asesores propuestos 
implicarían una carga adicional para el erario público, 
que en las situaciones actuales no es conveniente desde 
ningún punto de vista.

Según lo expresado anteriormente, considero que 
-

zar” la administración del Congreso de la República, 
no son convenientes, por cuanto los cambios propues-
tos no introducirían mejoras sustanciales en dicha ad-
ministración, ni en cualquier otro aspecto de su funcio-
namiento. 

4. Conclusión
Con el acostumbrado respeto y basada en los argu-

mentos expuestos, me permito rendir Ponencia Nega-
tiva y solicitarle a la Comisión Primera de la Cámara 
de Representantes ordenar el archivo del Proyecto de 
ley número 200 de 2012 Cámara, por medio de la cual 
se dictan normas para la modernización del Congreso 
y la modi cación del Régimen de Comisiones.

Atentamente,
Adriana Franco Castaño,

Coordinadora Ponente.

4 YOUNES MORENO, Diego. Justicia a Justicia, trabajo 
a Trabajo y salud a Salud. Razón Pública, septiembre de 
2010. Tomado de http://www.razonpublica.com/index.
php/econom-y-sociedad-temas-29/1349-justicia-a-justi-
cia-trabajo-a-trabajo-y-salud-a-salud.html.
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